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Introducción1

La meta de alcanzar una educación para todas y todos está aún lejos de alcanzarse. De conformidad con el In-
forme de Seguimiento de la Educación en el Mundo de 2017/8, en el mundo hay 264 millones de niños, niñas y jóvenes 
de edad correspondiente al nivel primario y secundario que no van a la escuela (UNESCO, 2017). Dentro de aquellas 
personas, las que se considera que tienen “necesidades educativas especiales”2 han sido históricamente dejadas 
atrás. De acuerdo con el Informe Mundial sobre la Discapacidad de la Organización Mundial de la Salud y el Banco 
Mundial (2011), “los datos indican que es menos probable que los jóvenes con discapacidad asistan a la escuela que 
sus pares sin discapacidad” (p. 233) y que este patrón suele ser mayor en países más pobres. Millones de personas 
con discapacidad siguen viendo negado su derecho a la educación y muchas son aún educadas en entornos segre-
gados (Comité CDPD, 2016) y enfrentan diversas formas de discriminación en el acceso, la realización de ajustes y la 
participación en la escuela en igualdad de condiciones con los y las demás estudiantes, lo que obstaculiza el ejercicio 
de su derecho fundamental a la educación inclusiva. 

El debido cumplimiento del derecho a la educación inclusiva se enfrenta con distintas barreras. Estas pro-
ceden de causas muy diversas como la resistencia cultural, una estigmatización muy arraigada, la competencia, 
la falta de voluntad política y en muchos casos de restricciones presupuestarias. Durante las últimas dos décadas 
ha habido una tendencia global hacia enfoques educativos neoliberales o “de mercado”, que resultaron en el creci-
miento de la intervención de actores privados en esta área. Basado en principios tales como la rentabilidad, la inno-
vación, la estandarización, la libertad de elección y la competencia, este enfoque ha generado gran preocupación 
para quienes promueven la inclusión, cuestionando su compatibilidad con el derecho internacional de los derechos 
humanos relativo al derecho a la educación. Asimismo, advierten sobre los desafíos que la privatización supone a 
la meta de que “nadie se quede atrás”. 

En el presente artículo estudiaremos, en primer lugar, los antecedentes del contenido normativo del derecho 
a la educación inclusiva y la obligación estatal de garantizar su cumplimiento. En segundo lugar, abordaremos la 
intervención de actores privados en el sistema educativo y las diferentes tipologías de privatización, y cuestionare-
mos algunos de los fundamentos que sustentan la promoción de sistemas educativos basados en lógicas de mer-
cado. Posteriormente, analizaremos las investigaciones existentes sobre los efectos que los procesos de privatiza-
ción tienen sobre la educación inclusiva de estudiantes con necesidades educativas especiales y estudiantes con 
discapacidad. Nos enfocaremos particularmente en los patrones de matriculación, el impacto en la segregación y 
estratificación de estudiantes y su implicancia en la consecución de una educación significativa. Luego recorrere-
mos las percepciones de los y las miembros de organizaciones de y para personas con discapacidad con relación 
a la participación de actores privados en la educación. Por último, concluiremos con algunas reflexiones finales.  

1.  El presente documento es una adaptación al idioma español de la investigación realizada por la Asociación Civil por la Igualdad y la Justicia, con el apoyo 
de Open Society Foundations, como documento de programa para el Foro Internacional sobre Inclusión y Equidad en la Educación, llevado a cabo por UNESCO 
en Cali, Colombia en septiembre del año 2019, disponible en el siguiente enlace: https://unesdoc.unesco.org/ark:/48223/pf0000371031. Las traducciones 
de todas las citas textuales y referencias que no cuenten con una versión oficial en español, son propias y por ello cualquier error o imprecisiones son atri-
buibles únicamente a la autora. 
2.  El presente documento utiliza el término “necesidades educativas especiales” por ser la terminología adoptada por la mayoría de la bibliografía 
consultada. Sin embargo, cabe aclarar que la referencia a lo “especial” es cuestionable a la luz del modelo social de la discapacidad, pues según este 
enfoque no hay personas “normales” ni “especiales” sino que todas somos diversas. 

https://unesdoc.unesco.org/ark:/48223/pf0000371031
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Metodología

El artículo se centra en analizar la literatura existente en la materia. Por consiguiente, realizamos una rele-
vamiento extensivo en las siguientes bases de datos electrónicas y motores de búsqueda académicos: (i) Education 
Resources Information Center (ERIC); (ii) Taylor & Francis; (iii) Springer; (iv) Hein Online; (v) JStor; y (vi) Google Aca-
démico. Para la búsqueda utilizamos las siguientes palabras clave3: “privatización”; “privado”; “actores privados”; 
“educación”; “educación inclusiva”; “discapacidad”; “necesidades especiales”; “mercado”; “de mercado”; “mercanti-
lización”; “equidad”; “segregación”; “voucher”; “elección”; “elección de escuela”, combinadas de diferentes maneras. 
También relevamos las investigaciones disponibles en motores de búsqueda generales, como Google y revisamos 
los recursos disponibles en ResearchGate. Adicionalmente, analizamos estudios relacionados realizados por -o en 
representación de- actores relevantes en el campo de la educación. También examinamos documentos de orga-
nismos de derechos humanos y estudios e informes realizados por organizaciones de la sociedad civil relevantes 
de diversos países y regiones, enfocadas tanto en cuestiones de educación como de discapacidad. Relevamos un 
total de 135 documentos, incluyendo literatura académica, trabajos de investigación, informes y manifestaciones 
de organizaciones y organismos internacionales de derechos humanos, elaborados entre 1990 a 2019. 

Asimismo, realizamos 7 entrevistas con miembros de organizaciones de y para personas con discapacidad 
de la Red Regional por la Educación Inclusiva de Latinoamérica. Las entrevistadas son de Perú, Colombia, Brasil, 
Chile, Paraguay, Argentina y Uruguay4. Las entrevistas se basaron en el cuestionario que se incluye como Anexo I. 
Estos actores proporcionaron sus percepciones como interlocutoras que enfrentan en su trabajo diario las barre-
ras que el sistema educativo impone a las y los estudiantes con discapacidad.

La educación inclusiva 

a. Antecedentes, principios fundamentales y su consagración a nivel 
internacional 

La educación inclusiva se centra en el valor de la diversidad, y demanda que todas las y los estudiantes de 
la comunidad educativa sean educados juntos, en igualdad y sin discriminación. Supone respeto por la diversidad, 
relativa a la discapacidad, la raza, el color, el género, la cultura lingüística, la etnia, el origen social, la propiedad 
y otros estatus, en la búsqueda de una educación de calidad para todos y todas las educandas, con el objetivo de 
desarrollar sociedades inclusivas y justas (Comité CDPD, 2016). La educación inclusiva es un derecho fundamental 
de todas y todos los estudiantes (Comité CDPD, 2016) y por lo tanto “el derecho a la educación es un derecho a la 
educación inclusiva” (ACNUDH, 2013, párr. 3). 

La educación inclusiva puede ser definida de muchas formas (Ainscow & Miles, 2008; Ainscow, Farrell & Twe-
ddle, 2000). En un sentido amplio, la educación inclusiva se preocupa por reducir todas las presiones excluyentes, 
y toda desvalorización de estudiantes basada en cualquier tipo de discriminación (Booth, Ainscow & Dyson, 2012, p. 
338). Como tal, es un proceso continuo de abordar y superar barreras que impiden a los y las estudiantes educarse 
y participar en igualdad en condiciones con sus pares. Esta noción implica predominantemente evitar la exclusión 
del alumnado con necesidades educativas especiales y en particular de estudiantes con discapacidad, ya que este 

3.  Resulta importante aclarar que la investigación original fue realizada en idioma inglés. Por lo tanto, las palabras clave utilizadas fueron busca-
das en dicho idioma. Su traducción al español se incluye únicamente a los fines de facilitar la lectura del artículo en un mismo idioma. 
4.  Las personas entrevistadas pertenecen a las siguientes organizaciones: Asdown Colombia (Colombia); Grupo Artículo 24 por la Educación In-
clusiva (Argentina); ProEdu Educación Inclusiva de Calidad (Uruguay); Sociedad y Discapacidad (SODIS) (Perú); Fundación Saraki (Paraguay); Down 
21 Chile (Chile); y Ação pelos Direitos das Pessoas com Autismo (ABRAÇA) (Brasil). 
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ha sido uno de los grupos históricamente más excluidos de la educación (UNESCO, 2018). A los efectos de la presente 
investigación, nos centraremos en estos grupos de estudiantes, y las barreras actitudinales y del entorno que obs-
taculizan su participación plena y efectiva en el sistema educativo en igualdad de condiciones (basado en el modelo 
social de la discapacidad). Cabe resaltar que las personas con discapacidad “pueden ser objeto de discriminación in-
terseccional por motivos de discapacidad, género, religión, condición jurídica, origen étnico, edad, orientación sexual 
o idioma” (Comité CDPD, 2016, párr. 13), y otras fuentes de desventaja social, incluyendo clase, cultura, origen socioe-
conómico y poder (Liasidou, 2012). En ese sentido, cualquier enfoque que busque promover y proteger su derecho a 
la educación inclusiva debe tomar en cuenta dicha interseccionalidad. Por ejemplo, las personas con discapacidad 
están sobrerrepresentadas entre aquellas que viven en absoluta pobreza (HLPF, 2016) y las niñas con discapacidad 
se encuentran entre los grupos más discriminados en el acceso a la educación (IDDC, 2016). 

La educación inclusiva simboliza una histórica lucha por la implementación de la igualdad educativa. El año 
1994 representa un hito muy importante en donde la inclusión de estudiantes con necesidades educativas especiales 
fue acogida por muchos Estados y actores de la educación como una cuestión clave que guiaría los desarrollos futu-
ros en el campo de la política educativa. Frente al hecho de que “la educación para todas y todos” era para “casi todas 
y todos” y que una parte de las y los estudiantes habían sido históricamente educadas en un sistema de educación 
especial segregado (Ainscow & Miles, 2008), la Declaración de Salamanca y el marco de acción para las necesidades 
educativas especiales sentó las bases -retomando documentos previos como el compromiso asumido en la Confe-
rencia Mundial de Educación para Todos de 1990 y las Normas Uniformes de las Naciones Unidas sobre la igualdad 
de oportunidades para las personas con discapacidad de 1993- para la lucha ininterrumpida hacia una “escuela 
para todos y todas” y la provisión de una educación para los y las estudiantes con necesidades educativas especiales 
dentro del sistema educativo regular. En este sentido, la mencionada Declaración estableció que “las personas con 
necesidades educativas especiales deben tener acceso a las escuelas ordinarias, que deberán integrarlos en una 
pedagogía centrada en el niño, capaz de satisfacer esas necesidades” (principio 2). 

La adopción de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad en 2006 -que ha sido 
ratificada por 179 Estados al día de hoy- representa el reconocimiento del derecho de las personas con discapaci-
dad a la educación inclusiva como jurídicamente vinculante. El artículo 24 de dicho instrumento establece que “los 
Estados Partes asegurarán un sistema de educación inclusivo a todos los niveles” y garantizarán que las personas 
con discapacidad no queden excluidas del sistema general de educación y prohibirán todo tipo de discriminación por 
motivos de discapacidad. En particular, los Estados deben asegurar el acceso de niños y niñas con discapacidad a una 
educación primaria y secundaria inclusiva, de calidad y gratuita en igualdad de condiciones con las demás. Dispone 
asimismo que las personas con discapacidad deben contar con los ajustes razonables que requieran (cuya denega-
ción constituye una discriminación por motivos de discapacidad, de conformidad con su artículo 2) y con los apoyos 
necesarios dentro del sistema educativo general. La Convención deja poco margen de interpretación cuando garan-
tiza el derecho a la educación inclusiva y proclama el modelo social y de los derechos humanos de la discapacidad5.

Más tarde, la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible introduce el Objetivo de Desarrollo Sostenible (ODS) 
número 4, consistente en “garantizar una educación inclusiva, equitativa y de calidad y promover oportunidades de 
aprendizaje durante toda la vida para todos”. Este objetivo fue sometido a una revisión adicional por el Foro Mundial de 
Educación celebrado en 2015, resultando en la Declaración de Incheon y Marco de Acción 2030, que delinean el perfil 
educativo para los próximos años, con el objeto de que “nadie se quede atrás” y de hacer frente a todas las formas de 
exclusión y marginalización, las disparidades y las desigualdades en el acceso, la participación y los resultados del 
aprendizaje, focalizándose en las personas más desfavorecidas, especialmente aquellas con discapacidad (punto 7). 

5.  El modelo social de la discapacidad está centrado en la “sociedad discapacitante y las barreras del entorno” que la organización actual de la 
sociedad impone y perpetúa a la inclusión de las personas con “deficiencias” (Barnes & Mercer, 2004) y se centra en la identificación y erradicación 
de dichas barreras discapacitantes en lugar de hacerlo en las deficiencias individuales de una persona (Oliver, 2013). En este sentido, la CDPD 
consagra el modelo social, estableciendo que “la discapacidad es un concepto que evoluciona y que resulta de la interacción entre las personas con 
deficiencias y las barreras debidas a la actitud y al entorno que evitan su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones 
con las demás” (Preámbulo). 
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A pesar de las fuertes bases internacionales en las que se asienta la educación inclusiva hoy en día, como el Comité 
CDPD ha resaltado en su Observación General número 4 sobre el derecho a la educación inclusiva (2016), el cumplimiento 
de este derecho humano aún enfrenta diversos desafíos que tienen que abordarse con urgencia. 

b. Obligaciones estatales relacionadas con la participación de actores 
privados en la educación. Los pronunciamientos de organismos regionales 
e internacionales de derechos humanos y los Principios de Abiyán sobre 
las obligaciones de los Estados de proveer educación pública y regular el 
involucramiento de actores privados en la educación

De conformidad con estadísticas internacionales, ha existido una tendencia creciente en la intervención de acto-
res privados en la educación (Verger et al, 2017a, de conformidad con el Instituto de Estadística de UNESCO) tanto en el 
nivel primario como secundario (CDH, 2019), y la introducción de reformas de mercado y de instituciones con fines de 
lucro con intereses comerciales en el sistem educativo (CDH, 2015a) en las últimas dos décadas. Este fenómeno se ha 
desarrollado tanto en el norte como en el sur global (aunque con diferentes perspectivas). 

Este patrón ha sido tratado por diversos organismos de derechos humanos al analizar su impacto en el dis-
frute del derecho a la educación, en particular por el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas (CDH, 
2014; CDH, 2015a; CDG, 2015b; CDH, 2015c; CDH, 2019). Kishore Singh, el ex Relator Especial sobre el Derecho a 
la Educación, sostuvo en su informe sobre la protección del derecho a la educación contra la comercialización, que 
“la introducción de la educación privada y con ánimo de lucro en el panorama educativo nacional tiene una serie 
de repercusiones importantes” (CDH, 2015a, párr. 39). Esto incluye, el aumento de disparidades en el acceso a la 
educación y el agravamiento de la desigualdad mediante la exclusión estructural de determinados grupos. 

En este sentido, otros organismos de derechos humanos han mostrado preocupación por la creciente priva-
tización en los sistemas educativos. De este modo, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Comi-
té DESC), en sus observaciones finales a Chile, Kenya, Pakistán, el Reino Unido, Marruecos y Uganda, entre otros 
países, ha alertado sobre la creciente participación de actores privados en la educación y su resultante efecto 
segregador y sobre el acceso discriminatorio a dichos esquemas educativos. Así, ha recomendado que los Estados 
realicen la supervisión necesaria para la efectiva implementación del derecho a la educación, en particular en las 
condiciones de inscripción del alumnado. El Comité sobre los Derechos del Niño se ha expresado en los mismos tér-
minos6. En el caso de Chile, el Comité DESC instó al Estado a implementar efectivamente la Ley de Inclusión Escolar y 
a eliminar todo mecanismo que resulte en la segregación y la discriminación de estudiantes basada en su condición 
social o económica (Comité DESC, 2015). En esta línea, la Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos, 
adoptó la Resolución 420 (2019) que explícitamente llama a los Estados Partes a “asegurar que la privatización en 
la educación no exacerbe la discriminación contra niños y niñas en el acceso a una educación de calidad”, en par-
ticular niñas, personas con discapacidad y niños y niñas vulnerables y marginalizadas. 

La creciente intervención de actores privados en los sistemas educativos conlleva la “reconfiguración” en la 
provisión de un servicio público en el mundo globalizado (CDH, 2015a), en donde los actores privados han tomado 
una fuerte presencia y rol en todos los países, más allá de su nivel de ingreso (CDH, 2019). De todos modos, el ex 
Relator sobre el Derecho a la Educación recuerda que es obligación de los Estados asegurar el derecho a la edu-
cación sin discriminación o exclusión.  En este sentido, el Comité CDPD ha remarcado en su Observación General 
sobre el derecho a la educación inclusiva (2016) el crecimiento en muchos países del sector privado en la educa-

6.  E/C.12/CHL/CO/4 (2015); E/C.12/MAR/Q/4 (2015); E/C.12/KEN/CO/2-5 (2016); E/C.12/GBR/CO/6 (2016); E/C.12/PAK/CO/1 (2017); CR-
C/C/CHL/Q/4-5 (2015); CRC/C/MAR/CO/3-4 (2014); CRC/C/NPL/CO/3-5 (2016), entre otros. Ver al respecto: Global Initiative for Economic, Social 
and Cultural Rights, Human Rights Bodies Statements on Private Actors in Education, disponible en: https://www.gi-escr.org/concluding-observa-
tions-private-education 

https://www.gi-escr.org/concluding-observations-private-education
https://www.gi-escr.org/concluding-observations-private-education
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ción y resaltó que “el derecho a la educación inclusiva abarca la prestación de todos los servicios educativos, no 
los prestados únicamente por las autoridades públicas” (párr. 76). Así, urgió a los Estados a adoptar medidas para 
garantizar y monitorear la efectiva implementación de la educación inclusiva. 

Los Principios de Abiyán sobre las obligaciones de los Estados de proveer educación pública y regular el 
involucramiento de actores privados en la educación7 fueron adoptados en 2019 por un grupo de renombrados 
y renombradas juristas internacionales y especialistas en diferentes disciplinas y se han convertido en una pieza 
central en el análisis de esta situación. Estos principios desarrollan la obligación primaria de los Estados de garan-
tizar una educación gratuita, inclusiva, pública y de calidad a todas las personas bajo su jurisdicción. Por otro lado, 
los principios incluyen la libertad de individuos y entidades de establecer y dirigir instituciones educativas privadas 
-y de las familias o representantes legales de elegir otras instituciones educativas que no sean la públicas- pero 
siempre sujetas a las regulaciones establecidas por el Estado, de conformidad con sus obligaciones bajo el derecho 
internacional de los derechos humanos. Así, el Estado permanece bajo la obligación de asegurar y monitorear el 
cumplimiento del derecho a la educación cuando se involucran actores privados. 

Los principios proclaman que los Estados deben asegurar que todas las instituciones educativas, públicas y 
privadas, sean inclusivas; que todas y todos tengan igual acceso a una educación inclusiva y de calidad y que los Es-
tados deben proteger a la totalidad de las y los estudiantes contra todas las formas de discriminación por cualquier 
motivo, incluyendo las condiciones de matriculación, admisión y aprendizaje de grupos vulnerabilizados, marginali-
zados y desaventajados (principios 13, 24, 26, 31 y 55). En particular, los principios disponen que los Estados deben 
garantizar el derecho a la educación inclusiva para todas las personas, incluyendo aquellas con discapacidad, en 
escuelas regulares (principio 23), en entornos accesibles y seguros (principio 55) y con ajustes razonables (princi-
pios 17 y 55). También deben asegurar que las instituciones no cobren directa o indirectamente tarifas adicionales 
a ningún alumno o alumna (principio 55). Asimismo, los principios destacan que los Estados no deben financiar ni 
apoyar ninguna institución privada que viole el derecho a la igualdad y no discriminación, incluyendo la selección, 
clasificación o expulsión de estudiantes directa o indirectamente sobre la base de su condición socioeconómica, 
género, discapacidad, o cualquier otro motivo prohibido (principio 73). 

Es importante destacar que la educación es un bien público y como tal debe ser garantizado por los Estados 
(CDH, 2015a; Educación 2030 Marco de Acción, punto 10). Si se encuentra gestionada por actores privados, debe 
estar cuidadosamente regulada y ser efectivamente monitoreada para asegurar que el derecho humano a la edu-
cación no sea violado. Como instituciones que cumplen una “misión de servicio público”, los Estados deben imponer 
las “obligaciones de los servicios públicos” (CDH, 2019)8, ya que las obligaciones de derechos humanos siguen 
igualmente vinculantes sobre los Estados independientemente del hecho de que la prestación del servicio público 
sea realizada por un actor privado. En este sentido, el Comité CDPD (2016) ha declarado que “los Estados partes de-
ben respetar, proteger y llevar a efecto cada una de las características fundamentales del derecho a la educación 
inclusiva: disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y adaptabilidad” (párr. 39). La obligación de “proteger” exige 
adoptar todas las medidas para impedir que terceras partes, incluidos actores privados y el sector empresarial, 
interfieran en el disfrute de este derecho. 

7.  Compuestos por 97 principios rectores y 10 principios generales que proveen un resumen al respecto. 
8.  De conformidad con la Observación General Nro. 2 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1994) y consagrado en el prin-
cipio rector 52 de los Principios de Abidjan.
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Privatización y enfoques educativos de mercado. Fundamentos y 

principales sectores que promueven el involucramiento de actores 

privados en el sistema educativo

En las últimas décadas, ha habido una creciente tendencia hacia la participación de actores privados en la 
educación y la introducción de mecanismos de mercado en la provisión de este servicio público. Tanto en el norte 
global como en el sur global (Patrinos et al., 2009; OCDE, 2010), y con modelos y formas variadas que van desde 
escuelas privadas no subsidiadas hasta alianzas público-privadas (PPP por sus siglas en inglés) que incluyen el uso 
de fondos del Estado de diversas maneras. Como destacan diversas autoras y autores, esta tendencia responde 
a la introducción de enfoques liberales o neoliberales en las políticas de la década de los ‘90 (Verger & Moschetti, 
2017) y desde entonces la participación privada en la educación ha crecido ininterrumpidamente. La hipótesis sub-
yacente ha sido que la burocracia gubernamental era principalmente responsable por el supuesto decrecimiento 
en el rendimiento educativo (van Zanten, 2009; Howe & Welner, 2002) y que por lo tanto un sistema educativo des-
regulado que siga las reglas del mercado y trabaje de una manera más flexible y eficiente podría hacer grandes 
contribuciones para revertirlo (Garda, 2012). 

La privatización de la educación opera en cada país en función del contexto y bajo condiciones muy diversas 
que son definidas por cada Estado en su política educativa. 

En muchos países, el crecimiento de la oferta de educación privada fue impulsada bajo el entendimiento de 
que el sector privado contribuiría a satisfacer una demanda educativa  insatisfecha (OCDE, 2017) debida a la in-
habilidad o reticencia del Estado de cumplir con los requerimientos de este servicio público. Este ha sido el caso 
de países con tasas de matriculación muy críticas o donde hay “comunidades históricamente marginadas” (OCDE, 
2017). Aquí se suponía que las escuelas apuntarían principalmente a grupos de bajos ingresos y otros grupos 
desaventajados que se encontraban sobrerrepresentados entre aquella población desescolarizada, con la idea de 
expandir el acceso equitativo y mejorar los resultados del sistema educativo (Patrinos et al., 2009).  En este caso, la 
intervención del sector privado ha sido fomentada como medio para subsanar una falla estructural de los gobier-
nos que no tienen la capacidad ni los recursos -o la voluntad política- de proveer este servicio público (Verger & 
Moschetti, 2017), o lo que ha sido llamado como “privatización por defecto”9 (Steiner-Khamsi & Draxler, 2018; Ver-
ger et al., 2017c). Esta tendencia se ha observado en países de Latinoamérica, como Perú, República Dominicana y 
Jamaica (Verger et al., 2017a), así como en muchos países de África y Asia en donde ha habido una proliferación de 
escuelas privadas de bajo costo (Patrinos et al., 2009; CDH, 2015a). También existe el fenómeno de “privatización 
por catástrofe”, que tiene lugar cuando los países enfrentan -o han enfrentado- emergencias humanitarias, tales 
como conflictos armados o desastres naturales, o donde los Estados son incapaces -o renuentes- a proveer el ser-
vicio educativo (Verger et al., 2017c). Este es el caso de muchos Estados africanos y de América Central, y conduce 
a un incremento de la participación de actores internacionales en la reconstrucción de sus sistemas educativos.  

De conformidad con un extenso estudio realizado por Oxfam (2019), el Banco Mundial es uno de los principa-
les promotores (en particular a través del programa SABER) de la expansión del sector privado en la educación, ya 
sea fomentando la creación de PPPs o la reducción y flexibilización del marco regulatorio aplicable a los operadores 
privados10. En este sentido, el Banco Mundial ha adoptado el enfoque de desarrollo de “private sector first” (es decir, 

9.  De acuerdo con la literatura especializada, esta categoría se usa para describir la situación existente en numerosos países de bajos recursos, 
donde “la intervención del sector privado en la educación está creciendo, no porque los gobiernos lo promuevan activamente, sino porque los go-
biernos parecieran estar pasivos cuando se trata de abordar la demanda educativa. Esta es la consecuencia más común en muchos países del Sur 
que enfrentan diversas restricciones interseccionales (económicas, administrativas, políticas, etc.) para asegurar la Educación para Todos (EPA)”. 
Para una descripción detallada de esta categorización ver: Verger et al., 2016, p.89).
10.  Oxfam resalta en su investigación de 2019, que en el año 2018 ha habido un interesante cambio en la incidencia del Banco Mundial hacia “un 
abordaje mucho más cuidadoso con relación al potencial de la provisión privada de educación” basada en el hecho de que “no hay evidencia consis-
tente de que las escuelas privadas tengan mejores resultados de aprendizaje que las escuelas públicas, ni viceversa”. Oxfam resalta que en el In-
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“primero el sector privado”11) como una forma de alcanzar los objetivos de desarrollo en educación, en primer lugar 
por medio de los Objetivos de Desarrollo del Milenio y luego a través de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (Verger 
& Moschetti, 2017; Oxfam, 2019). Asimismo, constituye uno de los mayores financiadores externos de la educación 
privada -incluyendo financiamiento directo de escuelas comerciales a través de la Corporación Financiera Inter-
nacional- en países de bajos recursos como Ghana, Nepal, Filipinas, Burkina Faso, Uganda y Pakistán, entre otros 
(Oxfam, 2019). El estudio también destaca que algunos bancos de desarrollo regional, corporaciones filantrópicas y 
donantes bilaterales (como el Reino Unido) se encuentran financiando PPPs educativas en el sur global (Oxfam, 2019).

En otros casos, la introducción de mecanismos privados o “semiprivados” respondieron a una noción ex-
tendida de “elección de escuela”. Este modelo sostiene que la posibilidad de las familias  (principalmente aquellas 
más desaventajadas) de elegir la escuela de su preferencia -y de dejar su escuela pública local- implica igualar las 
oportunidades de acceso a una educación de calidad (Waitoller & Lubienski, 2019; Lubienski & Weitzel, 2009, OCDE, 
2012). Esta idea se inspira en un enfoque de mercado que sostiene que la competencia en el mercado educativo me-
joraría el acceso, la eficiencia, la efectividad, la calidad y la innovación en la educación, con la flexibilidad necesaria 
para alcanzar estos objetivos (Robertson et al., 2012; Verger & Moschetti, 2017; CBM, Bensheim, 2018; Kolderie, 
1990; Hsieh  Urquiola, 2006; OCDE, 2012; Lubienski, 2009), ya que los proveedores deberían competir entre ellos 
por los y las estudiantes. Los modelos de libre elección de escuela han sido implementados en los Estados Unidos, 
Inglaterra, Gales, Suecia, Australia, Nueva Zelanda, Colombia y Chile, entre otros países. Magnússon, Göransson 
y Lindqvist (2019), sostienen que el cambio hacia un sistema más descentralizado y desregulado en Suecia fue la 
base para fomentar la privatización y la introducción de lógicas de mercado en la educación. Esto incluye la intro-
ducción de evaluaciones nacionales estandarizadas para la rendición de cuentas de las escuelas. 

Hay diversas formas de participación privada en la provisión de servicios educativos. Una tendencia creciente 
de privatización en la educación está relacionada con las llamadas PPPs, con arreglos entre la provisión privada del 
servicio y su financiamiento público. Hay múltiples tipos de PPPs para la oferta de servicios educativos, incluyendo 
subsidios gubernamentales a escuelas privadas pre-existentes, el financiamiento estatal de plazas de cierta cantidad 
de estudiantes, la gestión privada de escuelas públicas (como las escuelas charter), los sistemas de vouchers, entre 
otras (Patrinos et al., 2009). Las PPPs están presentes en una gran cantidad de países en el mundo, incluyendo Esta-
dos Unidos, el Reino Unido, Chile, Colombia, Brasil, Australia, Nueva Zelanda, Pakistán, Haití, Filipinas, Uganda, Nepal, 
India, Liberia y Kenia, entre otros, con tipologías e impactos muy diversos en el sistema educativo. En muchos países 
de bajos recursos, las escuelas privadas comerciales de bajo costo se han desarrollado rápidamente en manos de 
grandes empresas educativas  extranjeras, como la Bridge International Academies o las Escuelas Omega. Estos pro-
gramas no se encuentran exentos de críticas12 (Campaña Mundial por la Educación, 2016). Asimismo, dentro de los 
prestadores privados de educación se encuentran un amplio espectro de actores, incluyendo empresas con fines de 
lucro, comunidades locales, organizaciones religiosas, entidades filantrópicas y organizaciones no gubernamentales, 
entre otras (Patrinos et al., 2009). Como han señalado Verger y Moschetti (2017), los diversos tipos de participaciones 
tienen diversas implicancias políticas y educacionales en el contexto de la intervención privada en la educación, y 
tienen asimismo diversos resultados relativos a la educación inclusiva y de calidad. 

Es importante considerar que no todas las PPPs de carácter educativo se estructuran bajo lógicas de mercado 
o conducen a la competencia y la segregación. Algunas de ellas tienen un fuerte compromiso con el interés social en 
la educación (CDH, 2015b). En particular, las preocupaciones se centran en los actores privados con fines de lucro o 
en las cadenas comerciales de escuelas que buscan maximizar sus ganancias a expensas de los y las estudiantes más 
desaventajadas, y su extendido crecimiento -especialmente en países en desarrollo- sin un control efectivo (CDH, 2019).

forme de Desarrollo Mundial de 2018 la discusión incluye tanto los beneficios como los riesgos potenciales del crecimiento de la educación privada. 
11.  El enfoque del “private sector first”, como lo ha llamado Oxfam en su informe de 2019, refiere al enfoque que fue acordado durante el G20 de 
Hamburgo y aprobado por el Consejo del Banco Mundial en 2017 y consagrado en el siguiente documento: “Forward Look - A vision for the World 
Bank Group in 2030 - Progress and Challenges”, Comité para el Desarrollo, 24 de marzo, 2017.
12.  La Campaña Mundial por la Educación sostiene que las crítica apuntan principalmente a “docentes no calificados o calificadas, educación 
estandarizada y predeterminada, presiones por reducción de costos desfinanciando otros aspectos de la calidad como las instalaciones escolares, 
e impactos negativos en cuanto a la equidad, incluyendo potencial discriminación por motivos de discapacidad, etnia, y condición de minoría” (Cam-
paña Mundial por la Educación, 2016, p. 34). 
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La evidencia existente sobre los impactos y resultados de la participación privada en la educación es muy 
diversa, se refiere a una variedad de factores, difiere en cantidad y apunta a distintos aspectos de la política edu-
cativa, por lo tanto es difícil de comparar. De este modo, mientras que algunos estudios encuentran resultados 
positivos en cuanto al rendimiento, un creciente número de análisis empíricos resaltan los efectos negativos de la 
intervención privada en la educación en cuanto a la segregación y estratificación. 

Por un lado, algunas fuentes centradas principalmente en el análisis de los datos del Programa Internacional 
de Evaluación de los Alumnos (PISA, por sus siglas en inglés) de la OCDE u otras interpretaciones de la calidad edu-
cativa en términos de los resultados académicos, afirman que existe evidencia que muestra una correlación entre 
la prestación educativa privada y la calidad educativa y resultados de aprendizaje positivos (Patrinos et al., 2009; Di 
Gropello, 2006; Hoxby, 2003; Wolf et al., 2013; Verger & Moschetti, 2017), o efectos positivos de los mecanismos de 
mercado en los logros de los y las estudiantes. De todos modos, se trata de conclusiones moderadas y con efectos 
diferenciales que pueden beneficiar a ciertos grupos de estudiantes o escuelas pero no a otras (OCDE, 2010). Así, 
se ha afirmado que el uso estratégico del sector privado ha llevado a una rápida expansión en el acceso a la edu-
cación, que aumentó las tasas de matriculación en algunos países como Senegal, Tanzania, Bangladesh, Pakistán 
y Colombia, respondiendo a una “demanda educativa insatisfecha” si se implementa correctamente (Patrinos et al., 
2009). Adicionalmente, se argumenta que la elección de escuela en Europa ha potenciado los mercados educativos, 
conduciendo a un mejor rendimiento educativo en términos generales (Patrinos et al., 2009). 

Por otro lado, vale la pena destacar que tanto fuentes relacionadas a las anteriores como fuentes alterna-
tivas han registrado efectos neutrales y negativos con relación a la calidad educativa luego de la introducción de 
políticas extensivas de promoción de la privatización (Patrinos et al., 2009; Hsieh & Urquiola, 2002; Oxfam, 2019; 
Bettinger, 2005; Bifulco & Ladd, 2007; Cullen et al., 2005; Verger & Moschetti, 2017; Dudley-Marling & Baker, 2012; 
Baum, 2018; Campaña Mundial por la Educación, 2016; Rouse & Barrow, 2009; Steiner-Khamsi & Draxler, 2018; 
Fitch & Hulgin, 2018; Billingham & Hunt, 2016; Hsieh & Urquiola, 2006; OCDE, 2012). En este sentido, se afirma que 
los mayores logros educacionales pueden estar relacionados con la capacidad de las escuelas privadas de selec-
cionar (por diferentes medios) a los estudiantes más “capaces” (Patrinos et al., 2009). De este modo, la OCDE ha 
remarcado que aunque en los países analizados los y las estudiantes en escuelas públicas obtenían puntajes más 
bajos que quienes asistían a las escuelas privadas, luego de considerar el estatus socioeconómico, en promedio en 
los países de la OCDE, el alumnado de las escuelas públicas obtienen mejores resultados.  

Las inquietudes se focalizan en las cuestiones relativas a la igualdad que derivan de la competencia. Investigacio-
nes de la OCDE indican que la mercantilización de la educación tiene un impacto segregador entre escuelas en diferentes 
contextos y mecanismos de elección de escuela, por ejemplo en Suecia, diversos estados de los Estados Unidos, Chile y 
Dinamarca (OCDE, 2010; OCDE, 2012). En este aspecto, la literatura académica tiende a ser crítica con la privatización 
de la educación. En primer lugar, basada en sus implicancias sobre la equidad (Barton & Slee, 1999; Verger & Moschetti, 
2017; Dudley-Marling & Baker, 2012; Steiner-Khamsi & Draxler, 2018; Berhanu, 2011; Fitch & Hulgin, 2018; Bifulco & Ladd, 
2007; Liasidou, 2013; Magnússon et al., 2019; Lubienski & Weitzel, 2009; Howe & Welner, 2002; Elacqua et al., 2014; Lacruz 
& Bernal, 2013; de Koning, 2018). Los y las autoras tienden a argumentar que ambientes educativos altamente competi-
tivos y mercantilizados fomentan la segregación y estratificación de estudiantes y por lo tanto tienen un efecto negativo 
en materia de educación inclusiva (Fitch & Hulgin, 2018; Apple, 2001a; Ball, 2009; Ball, 2006; OCDE, 2012). Como expresa 
inequívocamente Reisner (2012), con relación a la privatización en el sistema educativo del Reino Unido, esto incorpora un 
vicio a la educación inclusiva, favoreciendo a la segregación y la exclusión. Esto fue asimismo manifestado en un estudio 
realizado para la Agencia Europea para las Necesidades Educativas Especiales, en donde se afirma que un clima fuerte-
mente competitivo intra y entre escuelas no refuerza las metas inclusivas (Meijer, 1999, p.167).

Un análisis extensivo del debate relativo a la privatización educativa a través de un estudio bibliométrico reali-
zado por Verger et al. (2017) detectó que la bibliografía tiende a resaltar efectos negativos de la privatización (en todas 
las variables analizadas, i.e. escuelas privadas, escuelas charter, programas de voucher y sistemas mercantilizados 
en general), más que sus efectos positivos. Asimismo, descubrieron un impacto diferencial dependiendo del grupo 
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analizado. En este sentido, los y las autoras destacan que la privatización educativa pareciera ser particularmente 
problemática en términos de desigualdad educativa y segregación escolar (Verger et al., 2017, p. 11). Esto se da espe-
cialmente con relación a las variables de clase, etnia, y capacidad, siendo la dimensión “inclusión de estudiantes con 
necesidades educativas especiales” la que reporta mayores implicancias negativas -aproximadamente el 70% de la 
literatura evidencia efectos negativos- de entre las dimensiones analizadas (Verger et al., 2017c). 

Adicionalmente, las investigaciones indican que no existe un vínculo directo entre un enfoque educativo de 
mercado y una creciente innovación en este campo (Lubienski, 2009), sino que esto último está generalmente re-
lacionado con la participación estatal (OCDE, 2010). Más aún, existe cierta evidencia de que reformas basadas en 
un mercado educativo y la creciente participación de actores privados tienden a promover la estandarización de la 
educación (Verger & Moschetti, 2017; OCDE, 2009). Estas conclusiones contraponen uno de los principales argu-
mentos que resaltan quienes defienden la competencia en la educación. 

Un enfoque de mercado educativo, por definición, requiere flexibilidad en el acceso y depende fuertemente de 
la disponibilidad de un igual conjunto de opciones para todas y todos, un acceso igualitario a la información acerca de 
dichas opciones y se funda principalmente en que la elección está depositada en el  “consumidor” (i.e. la familia). Sin 
embargo, es indiferente al hecho de que las instituciones proveedoras no están dispuestas a vincularse igualmente con 
todas y todos los consumidores y tienen diversos incentivos para hacerlo con algunos más que con otros con el obje-
tivo de continuar siendo competitivos. Además, no todas las familias realizan sus elecciones educativas en los mismos 
términos, y esto puede beneficiar a ciertos grupos con determinadas características mientras perjudica a los más des-
aventajados (OCDE, 2010; Fitch & Hulgin, 2018; OCDE, 2012). 

A pesar de estos hallazgos, un grupo extenso de partes interesadas, inter alia, el Banco Mundial, el Departamento 
de de Desarrollo Internacional del Reino Unido, la OCDE, la Asociación Mundial para la Educación, entre otros, aun apo-
yan estos tipos de esquemas privados en diferentes sistemas educativos (Verger et al., 2017).

En función de la conclusión de que las reformas educativas basadas en el mercado tienen efectos diferenciales 
en determinados grupos de estudiantes en particular, en el siguiente apartado nos centraremos en el impacto que 
este abordaje tiene en la educación inclusiva de estudiantes con necesidades educativas especiales y particularmen-
te en los y las estudiantes con discapacidad, un grupo históricamente desaventajado y segregado en lo relativo al 
derecho a la educación. En el siguiente análisis, nos referiremos a “privatización educativa” como término que com-
prende a todas las modalidades descriptas previamente, por medio de las cuales los actores privados se encuentran 
crecientemente involucrados en la provisión de educación. 
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Análisis de la evidencia disponible sobre los efectos de las 

reformas basadas en lógicas de mercado en el derecho a la 

educación inclusiva de estudiantes con necesidades educativas 

especiales y en particular de personas con discapacidad

Como se ha señalado en el apartado precedente, aunque la literatura existente no es unánime y la evidencia 
en la materia es muy dependiente del contexto analizado, hay una abundante bibliografía que revela que el enfoque 
educativo basado en el mercado da lugar a una mayor segregación y estratificación del sistema educativo. Existe 
también evidencia de una mayor exclusión de estudiantes desaventajados, afectando el cumplimiento del derecho 
humano a la educación para todos y todas (OCDE, 2010; Verger & Moschetti, 2017; Oxfam, 2019; Fitch & Hulgin, 
2018; Campaña Mundial por la Educación, 2016). Al respecto, aun cuando las tasas de matriculación han aumen-
tado en términos generales, la calidad educativa y la distribución equitativa de las oportunidades educativas por 
género, ingreso, discapacidad y otros tipos de marginalización aún son una fuente de gran preocupación (Oxfam, 
2019), y una tasa alta y continua de niños y niñas desescolarizadas profundiza las disparidades en el acceso a 
una educación inclusiva y de calidad. Muchas autoras y autores afirman que las externalidades negativas de la 
mercantilización educativa en términos de equidad se encuentran principalmente presentes en el caso de escuelas 
privadas con fines de lucro y contextos con regulaciones del sistema educativo muy débiles o con gobiernos que 
no realizan un control efectivo sobre aquellos actores que proveen un servicio público (Verger & Moschetti, 2017). 

La bibliografía ha definido la práctica extendida de las escuelas en la búsqueda de aquellos y aquellas estu-
diantes que son supuestamente “más fáciles” de enseñar a un menor costo y por lo tanto disuadiendo a quienes no 
cumplan con dicha expectativa como “cream skimming” (Verger & Moschetti, 2017; Gill et al., 2007; Fitch & Hulgin, 
2018; Lubienski & Weitzel, 2009; Apple, 2001; Hsieh & Urquiola, 2006; Dudley-Marling & Baker, 2012). Esta práctica 
sistemática da como resultado la discriminación educativa, la exclusión y la segregación de grupos desaventaja-
dos, particularmente de estudiantes con discapacidad (Fitch & Hulgin, 2018). 

Estos efectos se manifiestan en -al menos- tres ámbitos. Primero y principal, en patrones de matriculación de 
estudiantes en escuelas privadas, que tienden a excluir -a través de diversos métodos directos o indirectos- ciertos 
grupos de alumnos y alumnas. Esto incluye a quienes se considera que tienen necesidades educativas especiales. 
En segundo lugar, la propensión que tiene la competencia en el mercado educativo hacia la estratificación y so-
bre-especialización con la resultante segregación de niños y niñas, particularmente estudiantes con necesidades 
educativas especiales, en clases o escuelas separadas. En tercer lugar, el impacto de la privatización en la provi-
sión de ajustes razonables a personas con discapacidad en la escuela común. 

a. Patrones de matriculación de estudiantes: acceso a la educación sin 
discriminación y causas de exclusión de estudiantes con necesidades 
educativas especiales y estudiantes con discapacidad

La introducción de esquemas de mercado en la educación, aunque pueden proporcionar una elección más 
amplia para algunas familias, también implica en gran medida una competencia entre las escuelas por la matricula-
ción del alumnado. Esto pareciera ser el filtro decisivo por el cual se define en última instancia la composición de la 
población escolar. De conformidad con un creciente número de investigaciones, el incremento de actores privados 
en la educación y la introducción de sistemas educativos altamente competitivos fomentan cierto tipo de patrones 
de inscripción de estudiantes, en particular patrones excluyentes de estudiantes con necesidades educativas espe-
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ciales y estudiantes con discapacidad. Como se dijo, la elección de escuela no es efectuada de la misma manera por 
todas las y los “consumidores”, sino que tiende a fortalecer las desigualdades al limitar las oportunidades de grupos 
desaventajados de estudiantes (Waitoller & Lubienski, 2019). Esto ha sucedido en el caso de diferentes proveedores 
privados y en diversos contextos, y la evidencia en varios países muestra una subrepresentación de estudiantes con 
necesidades educativas especiales en escuelas privadas o semi-privadas (financiadas por el gobierno). 

Los datos indican que en los Estados Unidos, los y las estudiantes con necesidades educativas especiales tienen 
una participación significativamente menor tanto en escuelas charter como en los programas de vouchers que en las 
escuelas públicas (Zollers & Ramanathan, 1998; Howe & Welner, 2002; Bailey Estes, 2004; Gill et al., 2007; Lubienski 
& Weitzel, 2009; OCDE, 2010; Frankenberg, Siegel-Hawley & Wang, 2011; Garda, 2012;  Mead & Eckes, 2018; Waitoller 
& Lubienski, 2019). En este sentido, las y los estudiantes con discapacidad, las y los estudiantes que tienen al inglés 
como segunda lengua, y otras y otros estudiantes con necesidades educativas especiales tienen mayores posibilida-
des de permanecer y concentrarse en las escuelas públicas (Dudley-Marling & Baker, 2012; Gill et al., 2007), las que 
en muchos casos están afectadas negativamente por el entorno competitivo. Se han llevado a cabo estudios empíri-
cos en muchos de los casi 44 estados de los Estados Unidos que han introducido esquemas de elección de escuela a 
través de escuelas charter o de programas de vouchers. Dichos estudios evidencian en muchos casos que los y las 
estudiantes con necesidades educativas especiales, en particular estudiantes con discapacidad, están subrepresen-
tadas en estos programas. Por ejemplo, en el estado de Wisconsin, la proporción de estudiantes con discapacidad en 
escuelas privadas bajo programas de vouchers es significativamente menor que la población en escuelas públicas 
del distrito. Como Dudley-Marling y Baker (2012) explican, una encuesta en 2002 indica que la mitad de las escue-
las voucher en Milwaukee no proveen servicios de educación especial (p. 7). Experiencias similares se registran en 
otros estados y distritos escolares tales como Ohio, Florida, Colorado, Delaware, California, Texas, Arizona, Minne-
sota, Massachusetts, Michigan, Nueva Orleans, Boston, Chicago, Boulder, la Ciudad de Nueva York, Buffalo, Albany, 
San Diego, y Los Ángeles (Dudley-Marling & Baker, 2012; Garda, 2012; Fitch & Hulgin, 2018; Howe & Welner, 2002). 
Estudios financiados por el Departamento Nacional de Educación evidencian que las escuelas charter no garantizan 
un acceso igualitario a la educación para niños y niñas con discapacidad (Garda, 2012). Como la literatura especia-
lizada ha señalado, el patrón muestra tasas de matriculación incluso menores en escuelas privadas o charter en el 
caso de estudiantes con discapacidad “severa” -o estudiantes que requieren de un apoyo extensivo-, en comparación 
con aquellas personas con discapacidad “leve” (Dudley-Marling & Baker, 2012; Waitoller, 2017; Garda, 2012; Gill et al., 
2007; Fitch & Hulgin, 2018; Lubienski & Weitzel, 2009; Howe & Welner, 2002; Zollers & Ramanathan, 1998; Waitoller 
& Lubienski, 2019). Zollers y Ramanathan (1998), quienes han estudiado el caso de Massachusetts, han establecido 
que mientras se incluyen estudiantes con discapacidad “leve”, las escuelas charter con fines de lucro se ven envuel-
tas en un patrón de indiferencia y muchas veces de flagrante hostilidad hacia las y los estudiantes con discapacidad 
cognitiva o de comportamiento más complicada (p. 298), al negar su matriculación. Asimismo, detectaron un número 
importante de estudiantes con discapacidad y estudiantes de lengua extranjera regresando a las escuelas públicas 
(Zollers & Ramanathan, 1998). Como Lubienski y Weitzel (2009) describen, las escuelas charter no promueven mayor 
integración en la educación americana, no sólo en términos de raza, sino también en términos de condición socioe-
conómica, académica, de capacidad y necesidades especiales (p. 352), y tienen un rol activo en desincentivar la ma-
triculación de estudiantes con necesidades educativas especiales (p. 361). Estos autores también remarcan que no 
solo la probabilidad de acceder a una escuela charter o una escuela privada a través de un programa de vouchers 
es menor, sino también la probabilidad de ser incluidos e incluidas en aulas de educación común está por debajo de 
otros grupos de estudiantes aventajados (Waitoller & Lubienski, 2019). 

Este también es el caso de las escuelas independientes13 (dirigidas por actores privados) en Suecia. A partir 
de los años ‘90 este país introdujo diversas reformas de mercado, incluyendo la creación de un programa de vou-
chers en 1992 (OCDE, 2012). La evidencia demuestra que las escuelas privadas proveen educación a estudiantes 

13.  De conformidad con la OCDE (2012), las “escuelas independientes” en el sistema educativo Sueco son escuelas privadas. Estas pueden recibir 
financiamiento público si son aprobadas por la inspección y cumplen con ciertos requisitos. El estudio establece que “los prestadores independien-
tes subvencionados deben seguir la currícula nacional y tienen prohibido establecer políticas de admisión basadas en la capacidad académica, la 
condición socioeconómica o la etnia” (p. 71). 
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con necesidades educativas especiales en una medida mucho menor que las escuelas públicas y que la segrega-
ción entre escuelas en términos de discapacidad, etnia y condición socioeconómica ha aumentado (Magnússon & 
Lindqvist, 2019; OCDE, 2010). Lo mismo fue documentado en las escuelas en el Reino Unido luego de la introduc-
ción de reformas basadas en el mercado (Rouse & Florian, 1997; Jennings, 2010), como así también en Australia 
y Nueva Zelanda, donde prácticas competitivas en el sistema educativo han llevado a la exclusión del alumnado 
más “necesitado”, incluyendo a las personas con discapacidad (Dudley-Marling & Baker, 2012). Una revisión de la 
investigación empírica sobre los efectos de la introducción de mecanismos de mercado en la educación primaria 
y secundaria enmarcada en los documentos de trabajo de la OCDE sobre educación, destacó que -cuando está 
permitido- las escuelas intentan seleccionar a los y las estudiantes sobre la base de su “capacidad” y/o de las ca-
racterísticas de su comportamiento. Si ello no está permitido, estas procuran utilizar su posición para controlar e 
influenciar los patrones de admisión (OCDE, 2012, p. 49) a través de diversos mecanismos, con el fin de desalentar 
la matriculación de estudiantes que no cumplen con sus expectativas. 

La evidencia en países de bajos recursos también muestra que las escuelas de bajo costo no están impulsan-
do la matriculación de aquellos grupos más marginalizados (GI-ESCR & ISER, 2015). Por el contrario, la bibliografía 
revela que las niñas y niños con discapacidad y minorías lingüísticas se encuentran presentes en proporciones 
menores en las escuelas privadas y son proclives a la exclusión en el momento mismo de los procesos de selección 
(Campaña Mundial por la Educación, 2016). El caso de Pakistán es muy ilustrativo de un claro patrón de matricu-
lación que tiende a excluir a niños y niñas con necesidades educativas especiales. Como ha sido evidenciado en el 
último estudio de Oxfam sobre PPPs (2019), las escuelas privadas de bajo costo (en su mayoría bajo PPPs) se han 
proliferado en este país con el objeto de revertir la tasa extraordinariamente alta de niños y niñas desescolariza-
das. Como se remarca en dicho estudio, Pakistán tenía un acceso muy limitado de personas con discapacidad a la 
educación. Ahora bien, debido a las características intrínsecas de las iniciativas privadas desarrolladas reciente-
mente14 -enmarcadas dentro de mecanismos de rendición de cuentas estandarizados y competitivos para recibir 
financiamiento- estos emprendimientos explícitamente filtran y seleccionan estudiantes. Como resultado, se inscri-
ben muy pocas personas con discapacidad debido a los prejuicios existentes sobre su potencialidad y los incentivos 
negativos del mercado para incluirlas. En una investigación previa, Oxfam ya había destacado que las escuelas bajo 
PPPs que fueron incluidas en la muestra analizada en Punjab inscribían escasas niñas y niños con discapacidad, 
i.e. solo 11 de 12.502 estudiantes (Oxfam, 2018). Una investigación similar fue llevada a cabo por Oxfam sobre las 
PPPs en Uganda y los resultados fueron en el mismo sentido: los programas excluyen desproporcionadamente a las 
niños y niñas más pobres, a quienes se encuentran desescolarizadas y a aquellas con discapacidad (Oxfam, 2019, 
p. 22). Se encuentran también presentes procedimientos de selección discriminatorios y excluyentes en muchas 
escuelas privadas de Argentina -muchas de las cuales reciben subsidios del Estado- y Chile -el país con el progra-
ma de vouchers más amplio (Oxfam, 2019). Este es asimismo el caso de muchos y muchas estudiantes con discapa-
cidad en Nepal, donde las escuelas privadas tienden a negar su inscripción, en contradicción con el derecho a la 
educación inclusiva (Campaña Mundial por la Educación, 2016). 

Parte de la bibliografía consultada, explica que existe un efecto interseccional entre diversas características que 
tienden a actuar conjuntamente y exacerbar las prácticas excluyentes hacia determinados grupos de estudiantes. Por 
ejemplo, la interacción entre género, condición socioeconómica y discapacidad resultan en la exclusión de escuelas 
privadas (Oxfam, 2019), o al menos en oportunidades desiguales para ejercer la elección de escuela. De este modo, Wai-
toller y Lubienski (2019) examinan las limitaciones en la elección en escuelas charter de los Estados Unidos, indicando 
que las y los estudiantes afrodescendientes y latinos con discapacidad se enfrentan a desigualdades evidentes. Esto 
se agrava muchas veces por la ubicación geográfica ya que los recursos y la capacidad de las escuelas para recibir 
estudiantes con discapacidad tienden a estar distribuidos de manera desigual de conformidad con la segregación racial  
geográfica de los centros urbanos (Waitoller y Lubienski, 2019, p. 4.). De manera similar, Frankenberg, Siegel-Hawley y 
Wang (2011) afirman que es usual encontrar escuelas de ‘blancos’ o de minorías segregadas que reciben menor canti-
dad de estudiantes con discapacidad en el mercado de las escuelas charter (p. 13). 

14.  El estudio se enfoca en las PPPs presentes en Punjab, las que se encuentran en gran parte financiadas por el Banco Mundial. 
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Caso de estudio: el sistema de vouchers en 
Wisconsin, Estados Unidos

En los Estados Unidos las políticas de elección de 
escuela -incluyendo tanto las escuelas charter como los 
programas de vouchers- han proliferado desde finales 
de la década de los 90. Actualmente 42 estados y el Dis-
trito de Columbia han autorizado a las escuelas charter 
y se han implementado programas de vouchers en más 
del 50% de los estados (Waitoller & Lubienski, 2019). En 
total, 44 estados han introducido reformas de mercado 
en sus sistemas educativos (Fitch & Hulgin, 2018). Este in-
cremento ha ido acompañado de crecientes preocupacio-
nes en materia de equidad con relación a ciertos grupos 
de estudiantes históricamente desaventajados, incluyen-
do aquellos y aquellas con discapacidad, ya que dichas 
escuelas tienden a inscribir menores proporciones de 
estudiantes con necesidades educativas especiales -en 
particular estudiantes con discapacidad “severa”- en 
comparación con las escuelas públicas (Waitoller, 2017). 

Hay muchos estudios que se centran en diferentes 
estados y distritos escolares, relacionados con los efectos 
de este enfoque educativo basado en el mercado, y han 
habido asimismo ciertos casos judiciales presentados 
ante los tribunales de los Estados Unidos alegando dis-
criminación de niños y niñas con discapacidad dentro de 
los esquemas educativos mencionados. Por ejemplo, en 
Nueva Orleans, el Southern Poverty Law Center interpuso 
una acción colectiva en 2010 alegando que las escuelas 
charter de Nueva Orleans se encontraban rechazando la 
admisión de estudiantes con discapacidad o disuadiendo 
su inscripción luego de saber que el niño tenía una disca-
pacidad (P.B. et al., v. Paul Pastorek, Louisiana State Su-
perintendent of Education, 2010; Garda, 2012). 

En el año 2012, la American Civil Liberties Union 
(ACLU), en conjunto con otras partes demandantes, pre-
sentaron una demanda contra el Estado de Wisconsin 
y otros demandados. Allí argumentaron que el Estado 
discriminaba a los y las estudiantes con discapacidad y 
segregaba a aquellas estudiantes en un tipo de escuelas 
de financiamiento público a través de su programa de 
vouchers, al no aplicar efectivamente las leyes anti-dis-
criminación contra dichas escuelas privadas. ACLU ma-
nifestó que, como resultado, las escuelas privadas bajo 
dicho programa tienden a no admitir o a no realizar ajus-
tes adecuados para incluir a estudiantes con discapaci-
dad de una manera no discriminatoria (p. 4). 

Como sostiene ACLU en la demanda, el programa 
de vouchers recibía una población casi exclusivamente 
de niños y niñas sin discapacidad (tan solo el 1,6% de 
las y los estudiantes en el programa de vouchers eran 
alumnas y alumnos con discapacidad comprendidos en 
la Ley de Educación de Personas con Discapacidad) en 
comparación con las escuelas públicas en donde repre-
sentaban casi el 20% del total de los y las estudiantes 
matriculadas. Al parecer, esta última era la única opción 
genuina disponible para las personas con discapacidad. 

La parte actora afirmó que las escuelas privadas 
dentro del programa bajo análisis excluían estudiantes con 
discapacidad, incluso encontrándose obligadas por las nor-
mas anti-discriminación con relación a las personas con dis-
capacidad. La discriminación se manifestaba al rechazar su 
matriculación y disuadir a las familias que intentan inscribir-
las. En este orden de ideas, ACLU sostuvo que el programa 
de vouchers ha llevado a una situación donde las escuelas 
privadas participantes se encontraban casi exclusivamen-
te financiadas con fondos públicos. Sin embargo, el Estado 
permitía que estas entidades se nieguen a proveer servicios 
de educación especial y estaban absueltas de todo tipo de 
responsabilidad en la provisión de ajustes razonables a ni-
ños y niñas con discapacidad. Así, estas entidades negaban 
su admisión en base a nociones discriminatorias de lo que 
consideraban que estos niños y niñas necesitaban y alen-
taban a las familias a inscribirlas en las escuelas públicas 
ya que ellos “proveen menores servicios” para estudiantes 
con discapacidad. La organización afirmó que las escuelas 
de vouchers construyen barreras para la matriculación de 
niños y niñas con discapacidad y para que ellas prosperen 
dentro de sus programas y así fomentan un sistema segre-
gado. Como resultado, estas escuelas o el sistema de vou-
chers, socavan la letra y el objeto de las leyes anti-discrimi-
natorias (ACLU et al. v. State of Wisconsin et al., 2012). 

Los demandantes resaltaron que es la obligación 
del Estado no discriminar intencionalmente y/o segregar 
a las personas con discapacidad, pero también abstener-
se de estructurar, mantener y financiar sustancialmente 
un sistema educativo que excluye niños y niñas con disca-
pacidad, y las somete a una discriminación evidente.
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Hay diversas maneras en las que las escuelas privadas pueden excluir estudiantes con necesidades educativas 
especiales o desalentar su matriculación en sus programas, incluso si tienen prohibido hacerlo. En la mayoría de los 
casos, las normas nacionales o locales establecen la prohibición de discriminación contra personas con discapaci-
dad en su acceso a las escuelas comunes, incluyendo tanto las públicas como las privadas y las instituciones que 
reciben fondos públicos, aunque en ciertos países las reglas aplicables a entidades privadas son vagas y permiten un 
margen más amplio para la discriminación. Sin embargo, como se dijo anteriormente, dichos y dichas estudiantes se 
ven sub-representadas en las instituciones privadas dentro de los sistemas educativos de mercado. La selección de 
estudiantes de forma directa o indirecta prevalece en el sector privado (Campaña Mundial por la Educación, 2016). 

Para elegir discrecionalmente a las alumnas y alumnos, las escuelas utilizan diversos métodos. Estos incluyen 
candidaturas, reuniones informativas obligatorias, consultas a los puntajes de los y las estudiantes en las evalua-
ciones y sus historiales de permanencia, utilización de datos de rendimiento del sistema de solicitudes -aunque se 
encuentra prohibido-, formación de alianzas con escuelas del nivel inicial o primario (Jennings, 2010), entrevistas 
de selección, evaluaciones de admisión y el establecimiento de requisitos excluyentes (Oxfam, 2019). Con esta infor-
mación, las escuelas o bien declinan directamente la matriculación de alumnos y alumnas “de riesgo” -cuando esto 
es posible- (Slee, 2007), o bien utilizan otras técnicas para desalentar su inscripción. Una de las estrategias más co-
munes es la del “counseling out” (la utilización de técnicas de disuasión) de estudiantes con necesidades educativas 
especiales, en particular estudiantes con discapacidad (Zollers & Ramanathan, 1998; Howe & Welner, 2002; Finnigan 
et al., 2004; Garda, 2012; Dudley-Marling & Baker, 2012; Waitoller & Lubienski, 2019; Waitoller, 2017). 

Esta práctica es aplicada desde los inicios del proceso de admisión, pero continua durante la trayectoria 
educativa cuando las y los estudiantes manifiestan “problemas de conducta” (Zollers & Ramanathan, 1998). Algu-
nos de los argumentos más comunes utilizados por las escuelas son que el o la estudiante “no es apto o apta”, o 
que “el programa ofrecido por la escuela no se ajusta a sus requerimientos”, que el o ella “va a estar mejor en otra 
escuela”, que “es por su interés superior” o que la “escuela tiene recursos o servicios insuficientes para recibir 
estudiantes con necesidades educativas especiales”. Jennings (2010) desarrolló un estudio etnográfico realizando 
entrevistas a directores y directoras de una muestra de escuelas “de opción” seleccionadas para dilucidar los pro-
cesos de selección impulsados por el mecanismo de elección de escuela y los sistemas de rendición de cuentas. La 
autora detectó varias de las tácticas mencionadas para disuadir estudiantes con necesidades educativas especia-
les o “problemas de conducta”, las cuales eran ejecutadas durante las ferias escolares, días de “puertas abiertas” 
y entrevistas personales llevadas a cabo con las familias de los y las estudiantes. La bibliografía también menciona 
que los proveedores de educación privada utilizan estrategias de marketing como un medio efectivo para apuntar 
a cierto tipo de estudiantes y persuadir a otros de matricularse -i.e. estudiantes con discapacidad, hablantes de 
lengua extranjera, etc. (Waitoller & Lubienski, 2019; Lubienski & Weitzel, 2009; Jennings, 2010).  

Otros mecanismos implican recurrir a formas indirectas de exclusión de estudiantes (Verger & Moschetti, 
2017) para instar su salida. Por ejemplo, reiteradas suspensiones, salidas anticipadas de la escuela, aislamiento de el 
o la estudiante en clases separadas sin aprendizajes académicos adecuados o sin proveer los servicios apropiados 
para realizar los ajustes necesarios (Waitoller, 2017; Zollers & Ramanathan, 1998). Asimismo, Jennings (2010) des-
taca el uso de justificaciones basadas en el comportamiento para transferir estudiantes fuera de las escuelas o citar 
de manera recurrentemente a las familias cada vez que sucede una infracción. 

Diversas investigaciones señalan también el uso de estrategias para incentivar a estudiantes con discapaci-
dad y sus familias a cambiar de escuela o a volver a su escuela anterior, en general una pública. Estas estrategias 
van desde la exclusión directa hasta el fomento indirecto a la transferencia de alumnos y alumnas que no pueden 
competir en el mercado educativo (Jennings, 2010; Apple, 2001a). 

Pareciera que las escuelas compiten en muchos casos por reclutar a las y los estudiantes “más deseables” y 
así tienden a rechazar a quienes parecieran ser más “difíciles” o más “costosos” de educar, incluyendo aquellos y 
aquellas que son percibidos como “académicamente menos hábiles” o con necesidades educativas especiales. Esto 
se ha observado en muchos países como Nueva Zelanda, Australia, Inglaterra, Gales, Escocia, diversos estados de 
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los Estados Unidos, Países Bajos, Suecia, Chile, Argentina y muchas otras jurisdicciones (OCDE, 2010; Dudley-Mar-
ling & Baker, 2012; Fitch & Hulgin, 2018; Apple, 2001; Verger & Moschetti, 2017; Hsieh & Urquiola, 2006; Jabbar, 
2016; Jennings, 2010; van Zanten, 2009; OCDE, 2016; Oxfam, 2019). 

En las siguientes subsecciones se analizarán algunas de las causas que las escuelas privadas tienen 
para excluir estudiantes con necesidades educativas especiales y en particular estudiantes con discapacidad.  

i) Costos adicionales 

Una de las principales causas identificadas por la literatura analizada para la exclusión de niños y niñas con 
necesidades educativas especiales dentro de un mercado educativo competitivo, son los altos costos que presun-
tamente estas estudiantes podrían implicar para las instituciones (Patrinos, et al., 2009; Verger & Moschetti, 2017; 
Dudley-Marling & Baker, 2012; Oxfam, 2019; Burch, Steinberg & Donovan, 2007; Garda, 2012; CBM, Bensheim, 2018; 
Apple, 2001a; Howe & Welner, 2002; Zollers & Ramanathan, 1998; Verger et al., 2017c; OCDE, 2016). Se ha afirmado 
que en promedio, los y las estudiantes con discapacidad cuestan 2,3 veces más que otras estudiantes para educarlas 
(Gill et al., 2007, p. 68). El argumento es principalmente sostenido por escuelas privadas con fines de lucro, en parti-
cular escuelas de bajo costo (Oxfam, 2019; Lubienski & Weitzel, 2009; CDH, 2019), pero también por instituciones sin 
fines de lucro que tienen presupuestos muy acotados para trabajar (Dudley-Marling & Baker, 2012). Como sostienen 
Verger y Moschetti (2017) en su análisis de las PPPs en educación, teniendo al Estado como proveedor en última 
instancia, los actores privados pueden incurrir en ‘cream skimming’ y en la transferencia de costos con el fin de mini-
mizar los riesgos y maximizar las ganancias, mientras que le dejan al Estado la carga de las actividades no rentables 
(p. 5), incluyendo dentro de estas actividades la educación de grupos desaventajados de estudiantes, al percibirlos y 
percibirlas como “obligaciones financieras” para la escuela (Zollers & Ramanathan, 1998). 

Como se expuso ut supra, los sistemas educativos basados en lógicas de mercado promueven la estanda-
rización de la educación. De este modo, la diversidad como valor intrínseco de la educación inclusiva puede ser 
considerada asimismo como no rentable, ya que las escuelas deben invertir en personal adicional, tecnologías y 
otros recursos para responder a las necesidades de todo el alumnado (Dudley-Marling & Baker, 2012). Así, las es-
cuelas privadas -cuyo objetivo es maximizar sus recursos y aumentar la rentabilidad-, no quieren enfrentar gastos 
adicionales para educar a determinadas o determinados estudiantes, como aquellos con necesidades educativas 
especiales, no-nativos y alumnos o alumnas con “problemas de conducta”. En cambio, estas instituciones tienden a 
preferir estudiantes con “alto rendimiento” académico, a quienes se percibe como bienes eficientes en los cuales 
invertir, ya que requieren menos -si fueran necesarios- ajustes. En un sistema educativo altamente competitivo, 
a los y las estudiantes se les asigna un valor de mercado y evidentemente aquellas personas que tienen un valor 
relativo menor -aquellas “costosas de educar”- son sistemáticamente dejadas atrás. Como resultado, la relación 
costo-beneficio opera como un incentivo para excluir aquellos y aquellas estudiantes y evitar su matriculación 
(Garda 2012; Jennings, 2010; Verger et al., 2017; Verger et al., 2017c; Elacqua et al., 2014). 

Algunas escuelas privadas incluso alegan que su propia existencia se vería amenazada si tuviesen que satis-
facer apropiadamente los requerimientos educativos de cada estudiante con necesidades educativas especiales, 
particularmente de aquellos y aquellas con “discapacidad severa”. Asimismo, sostienen que los y las estudiantes 
desaventajadas podrían consumir una parte desproporcionada de los recursos escasos y que ello podría perju-
dicar a la educación de otros y otras estudiantes (Dudley-Marling & Baker, 2012, p. 8). Más aún, muchas escuelas 
privadas subsidiadas tienen su financiamiento sujeto a los resultados de las rendiciones de cuentas y de este modo 
aquellas personas que podrían tener un desempeño insuficiente en las evaluaciones generales son percibidas 
como una amenaza para la continuidad de la escuela (Dudley-Marling & Baker, 2012; Garda, 2012; Jennings, 2010; 
Zollers & Ramanathan, 1998). Las escuelas privadas tienen incentivos para competir por las y los estudiantes 
“calificados” y descartar aquellos que no cumplan con sus expectativas (Verger & Moschetti, 2017), incluyendo 
estudiantes con necesidades educativas especiales y estudiantes con discapacidad, que -debido a la falta de apo-
yos- podrían alcanzar puntuaciones menores en las pruebas estandarizadas.
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Caso de estudio: la resistencia de las escuelas privadas 
en Brasil a garantizar la educación inclusiva a personas 
con discapacidad basada en los costos adicionales:

El caso de Brasil resulta muy ilustrativo del argu-
mento de los “costos adicionales” y la resistencia de las 
entidades privadas a garantizar la educación inclusiva 
para todas y todos. 

En el año 2015, la Confederación Nacional de Insti-
tuciones Educativas (CONFENEN), entidad representativa 
de las escuelas privadas, presentó una demanda (acción 
directa de inconstitucionalidad) alegando la inconstitucio-
nalidad de la obligación de las escuelas privadas de pro-
veer educación inclusiva adecuada a personas con dis-
capacidad de conformidad con el §28 del artículo 28 y del 
artículo 30 de la Ley Nro. 13.146/2015 (Estatuto de las 
Personas con Discapacidad), i.e. la obligación de las es-
cuelas privadas de promover la inclusión de las personas 
con discapacidad en la educación regular sin discrimina-
ción y la provisión de ajustes razonables -de acuerdo a las 
obligaciones internacionales de Brasil- sin cobrar costos 
adicionales por ello a las familias. 

Los argumentos principales alegados por la par-
te actora fueron: (i) que la obligación de garantizar la 
educación inclusiva es una responsabilidad exclusiva 
del Estado, quien no puede “lanzarla sobre los hombros” 
de las empresas a su costa o a costa de los y las otras 
estudiantes quienes deberán soportar los “extraordina-
rios, imposibles e inimaginables costos generados por 
las personas con discapacidad”; (ii) que las obligaciones 
de las escuelas privadas de matricular personas con ne-
cesidades educativas especiales sin ningún criterio de 
evaluación, ponen en riesgo la libertad de gestión edu-
cativa; (iii) que estas obligaciones colocan la carga de los 
costos extras sobre las escuelas privadas y sus demás 
estudiantes, alterando injustamente el presupuesto fa-
miliar con un efecto realmente expropiatorio: “todas y 
todos pagarán por los gastos adicionales de uno o algu-
nos”. Así, argumentan que ello implicaría la terminación 
de actividades para muchas escuelas privadas que no 
podrían costearlo; que ello implicaría en desocupación y 
riesgo social, violando su derecho a la propiedad priva-
da en su función social, la libertad de aprender y de en-
señar y la pluralidad de ideas y de estrategias y concep-
ciones pedagógicas; (iv) que la ley infringe el principio de 
razonabilidad al obligar a las escuelas regulares, públi-
cas o privadas, no especializadas ni preparadas para la 

tarea de recibir a todas las personas con necesidades 
educativas especiales de cualquier naturaleza, “grado” o 
“profundidad”, que las escuelas regulares ordinarias no 
serán capaces de satisfacer; y (v) que no solo se podría 
en riesgo a las instituciones educativas, sino que tam-
bién se violarían los derechos humanos de aquellas per-
sonas que no tienen necesidades educativas especiales 
y eligen a la educación privada, de los y las profesionales 
que no están preparadas para brindar una educación 
de calidad a niños y niñas con necesidades educativas 
especiales y, por lo tanto, también los derechos de las 
personas con dichas necesidades. En este sentido, argu-
mentan que las escuelas privadas no están obligadas a 
contratar o renovar los contratos con quienes no quie-
ren hacerlo. Asimismo, no tienen la obligación constitu-
cional de aceptar a todos y todas indiscriminadamente y 
de manera general, sino la opción de hacerlo. 

El 9 de junio de 2016, el Supremo Tribunal Fede-
ral de Brasil decidió desestimar la acción, siguiendo el 
voto del Relator, el Juez Edson Fachin, quien sostuvo 
que aunque el servicio educativo puede ser prestado 
por empresas privadas, ello no significa que los agen-
tes económicos que lo proveen pueden hacerlo sin limi-
taciones ni responsabilidades. Las escuelas no tienen 
la discrecionalidad para elegir, para segregar o para 
separar. En cambio, es su deber enseñar e incluir. En 
el mismo sentido, argumentó que la educación privada 
no debe privar a los y las estudiantes -con o sin disca-
pacidad- de la construcción diaria de una sociedad in-
clusiva y contenedora, convirtiéndose en un verdadero 
espacio de exclusión, contrario al ordenamiento consti-
tucional actual. Con relación a la rentabilidad alegada, 
el Relator manifestó que las instituciones educativas 
privadas son económicamente activas y -como tales- 
deben adaptarse para recibir personas con discapa-
cidad y proveer los servicios educativos, y que estos 
requerimientos, por mandato constitucional, aplican 
a todos los agentes económicos. Si ello no fuese así, 
existe un riesgo de que las instituciones educativas pri-
vadas sean creadas con un “privilegio intolerable” que 
oficializa la discriminación. Adicionalmente, afirmó que 
no es posible permitir una “captura del ordenamiento 
jurídico” basada en supuestos argumentos económicos 
que se limitan al campo de la retórica. 
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ii) Rendición de cuentas: la búsqueda de “estudiantes con alto rendimiento”

Los sistemas educativos basados en lógicas de mercado usualmente involucran mecanismos de rendición de 
cuentas a cambio de cierta autonomía de gestión de las escuelas, principalmente en sistemas estructurados sobre la 
base de PPPs que involucran fondos del Estado. Las escuelas privadas deben justificar sus inversiones y la metodología 
más usual para hacerlo es a través de las calificaciones de sus alumnos y alumnas (indicadores de rendimiento cuanti-
tativos). Para que ellas sean comparables, las evaluaciones deben ser altamente estandarizadas y basarse en aptitudes 
cuantificables (Jennings, 2010). De este modo, la educación de libre mercado promueve altos niveles de estandarización 
que apuntan hacia determinada noción uniformada de estudiantes (Dudley-Marling & Baker, 2012, p. 12).

Quienes defienden los mecanismos de mercado consideran que se trata de una herramienta útil para que las 
escuelas compitan entre sí y un incentivo para mejorar la calidad y el rendimiento educativo (Dudley-Marling & Baker, 
2012; Garda, 2012). Sin embargo, en general, las evaluaciones altamente estandarizadas no toman en consideración 
el hecho de que, para sobrepasar ciertas barreras que el entorno le impone a los y las estudiantes con necesidades 
educativas especiales, se deben realizar ajustes razonables para que puedan desempeñarse adecuadamente. Por ende, 
la brecha en el rendimiento académico aumenta para aquellos y aquellas estudiantes que, por ejemplo, enfrentan ba-
rreras de tipo lingüístico, o de concentración o estudiantes con discapacidad (Peters & Oliver, 2009). En muchos casos, 
como en Brasil, los resultados de las pruebas se difunden sin la debida desagregación de la información. Adicionalmen-
te, no se considera ni el contexto ni la diversidad de la población (Campaña Brasileña por el Derecho a la Educación & Ac-
ción Educativa, 2014). La bibliografía también indica que hasta el momento hay una mejora muy reducida, y en ocasiones 
nula, en las calificaciones de las personas con discapacidad. Ello sucede, por ejemplo, en el mecanismo de “No Child Left 
Behind” (NCLB) de los Estados Unidos, un régimen con fuertes instrumentos para la rendición de cuentas con el objetivo 
de revertir la brecha académica que “las niñas y niños que han sido dejados atrás” enfrentaban -incluyendo latinos y 
estudiantes con discapacidad-, (Dudley-Marling & Baker, 2012). En cambio, ciertos distritos escolares presentan un 
decrecimiento en las tasas de egreso del nivel secundario de estudiantes con discapacidad desde la implementación 
de “exámenes de salida” (Dudley-Marling & Baker, 2012), y se han reportado niveles más elevados de deserción escolar 
dentro de los y las estudiantes de “bajo rendimiento” (Peters & Oliver, 2009). 

Parte de la doctrina alega que los requisitos de rendición de cuentas que se centran en nociones estandari-
zadas de rendimiento y desconocen la diversidad de la población escolar, tienden a exacerbar las desigualdades, 
aumentar la estratificación y marginalizar o excluir estudiantes con discapacidad que no “caben” en nociones li-
mitadas de logro académico (Oxfam, 2019; Agencia Europea para las necesidades educativas especiales, 2013; 
Dudley-Marling & Baker, 2012; Peters & Oliver, 2009; Apple, 2001a; Zollers & Ramanathan, 1998). Dichas medidas 
tienden a recompensar aquellas escuelas que tienen “estudiantes de alto rendimiento”, basado en el resultado 

El Tribunal reconoció que la demanda trae el de-
bate sobre el aparente conflicto entre los derechos de 
las personas con discapacidad y los principios de libre 
competencia (que caracteriza a la actividad económica) 
y de libre empresa, que tienden a priorizar el beneficio 
individual. Retomando esta discusión, la Corte recor-
dó que la educación es un servicio público, y que, aun 
cuando se encuentra abierta su provisión por entida-
des privadas, por encima de todo interés privado está 
el interés público que guía el régimen jurídico. De este 
modo, la educación es un derecho fundamental garan-
tizado para todas y todos, sin importar si tienen o no 

necesidades especiales. Esta obligación se extiende a 
las iniciativas privadas, las que se encuentran sujetas 
de igual manera a las normas generales en materia de 
educación, que son necesarias para detener la discri-
minación contra las personas con discapacidad, quie-
nes se enfrentan a constantes rechazos de matricula-
ción que les impiden acceder a la educación. 
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agregado del alumnado en las pruebas estandarizadas. Ello promueve el procedimiento de “cream skimming” que 
se mencionaba más arriba, ya que las escuelas tienen el incentivo de mercado de competir y seleccionar a los y las 
“mejores” alumnas y alumnos para luego obtener mejores resultados en las pruebas (OCDE, 2010; Campaña Mun-
dial por la Educación, 2016; Garda, 2012; CBM, Bensheim, 2018; Jennings, 2010; Ball, 2003; Apple, 2001; Lubienski 
& Weitzel, 2009; Howe & Welner, 2002; Verger et al., 2017; Verger et al., 2017c; Hsieh & Urquiola, 2006; OCDE, 2012). 
Ello considerando que, si las escuelas fallan, o rinden por debajo de lo esperado en las evaluaciones, ponen en ries-
go su competitividad, su financiamiento e incluso pueden enfrentar sanciones. En algunos casos, hasta la autoriza-
ción de las escuelas para operar puede estar en juego (por ejemplo en el caso de las escuelas charter). Otras veces, 
las escuelas compiten por el prestigio cuando los resultados son abiertamente difundidos (Verger et al., 2017c). 

Los incentivos basados en los resultados de las evaluaciones para discriminar a determinados o determi-
nadas estudiantes, se encuentran presentes en aquellos sistemas educativos que han implementado el enfoque 
de mercado, como por ejemplo en los Estados Unidos, India, Chile y Brasil (Campaña Mundial por la Educación, 
2016; Elacqua et al., 2014; Hsieh & Urquiola, 2006). En efecto, las autoras y autores consideran que entre los 
factores que impiden que las escuelas sean inclusivas, la competencia inter-escuelas, impulsada por las tablas 
de calificaciones, es uno relevante, por ejemplo en Inglaterra y Gales (Slee, 2007; Agencia Europea para las Ne-
cesidades Educativas Especiales, 2003; Liasidou, 2013; Ball, 2009; Apple, 2001; Booth, Ainscow & Dyson, 1997; 
Barton & Slee, 1999; Armstrong & Barton, 2007). Así, se desplaza el énfasis desde las necesidades al rendimiento 
de el o la estudiante (Apple, 2001, p. 413) y se incrementa la selección en las escuelas basada en la “capacidad 
percibida” (Armstrong & Barton, 2007; Dyson, 2005). La investigación realizada por Oxfam evidencia en Punjab, 
Pakistán el impacto que el requerimiento de que las PPPs cumplan con cierta tasa de aprobación mínima en las 
evaluaciones como condicionante para recibir su financiamiento, sugiriendo que crea un incentivo a las escuelas 
privadas para excluir a los más pobres, a las niñas y niños con discapacidad y a otras y otros con probabilidad 
de bajo rendimiento en las pruebas (Oxfam, 2019, p. 21). 

En esta ecuación de “estudiante ideal/no ideal”, las y los estudiantes con necesidades educativas especiales 
y en particular el alumnado con discapacidad, tienen altas probabilidades de ser excluidos como una medida de las 
escuelas para asegurar el éxito académico (Liasidou, 2012; Liasidou, 2013; Dudley-Marling & Baker, 2012; Garda, 
2012). También pueden ser objeto de otros tipos de prácticas discriminatorias como la imposición de suspensiones 
o exenciones de evaluación, para que no se reduzca el puntaje promedio de la escuela (Aslam, Rawal & Saeed, 2017; 
Jennings, 2010; Cullen & Reback, 2006; Slee, 2007). Asimismo, en ciertos países, el sistema de evaluaciones estan-
darizadas, en lugar de proveer ajustes razonables para que cada estudiante sea evaluado o evaluada en igualdad 
de condiciones, lo que se hace es exceptuar a aquellos y aquellas con discapacidad de la evaluación. Por ejemplo, 
un informe reciente del Instituto Nacional de Evaluación Educativa de Uruguay, reveló que las evaluaciones estan-
darizadas tanto nacionales como internacionales que se aplican en dicho país, no permiten la realización de ajus-
tes razonables y por lo tanto se excluye a los y las estudiantes con necesidades educativas especiales del análisis 
(INEEd,  2019). De este modo, el sistema educativo es diseñado en base a información que invisibiliza a un grupo de 
estudiantes, interfiriendo con el desarrollo de un sistema inclusivo y fortaleciendo la situación estructural de falta 
de información desagregada por discapacidad presente en muchos Estados. 

Contrariamente a lo establecido por el Comité CDPD (2016), los mecanismos de monitoreo del progreso edu-
cativo, no toman en consideración las barreras enfrentadas por las personas con discapacidad. El Comité ha sos-
tenido con claridad que “los sistemas tradicionales de evaluación, que utilizan la puntuación de los exámenes de 
evaluación normalizados como único indicador de éxito para los estudiantes y las escuelas, pueden desfavorecer 
a los alumnos con discapacidad” (párr. 74).
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iii) Autonomía, desregulación y omisión de control estatal 

En algunos de los países analizados, las instituciones privadas operan sobre la base de la autonomía y no se 
encuentran obligadas por las mismas regulaciones que las escuelas públicas, en particular en lo relativo a la educa-
ción de las personas con discapacidad. Algunas escuelas privadas tienen la capacidad de cobrar cuotas muy altas, 
establecer sus propios procedimientos de admisión y expulsión, y de este modo promueven el uso de prácticas de 
escrutinio, mientras que las escuelas públicas tienen la obligaciones de admitir a todos y todas las aplicantes dentro 
de sus vacantes disponibles (Aslam, Rawal & Saeed, 2017). Por ejemplo, en Punjab, Pakistán, las PPPs no tienen nin-
guna restricción sobre la selección y escrutinio del estudiantado, ya que no existe una regulación adecuada de este 
tipo de empresas y faltan mecanismos de control (Oxfam, 2019). El Banco Mundial usualmente incluye en sus reco-
mendaciones (por ejemplo, en la iniciativa SABER) que los Estados reduzcan las regulaciones aplicables a las PPPs 
para incentivar el crecimiento del mercado educativo. Oxfam (2019) ha identificado este tipo de recomendaciones 
principalmente hacia países de bajos recursos como Ghana, Nepal, Filipinas, Burkina Faso, entre otros. Dicho estudio 
identificó asimismo que las cadenas internacionales que proveen servicios educativos, como por ejemplo las Brid-
ge International Academies o las Escuelas Omega, tienden a resistirse a la regulación de los Estados en los cuales 
operan (Oxfam, 2019). En ciertos países, existe una ausencia de registro y autorización de dichas entidades por las 
autoridades gubernamentales. La gran cantidad de escuelas privadas no registradas es una preocupación en ciertos 
países de África, incluyendo Tanzania, Nigeria (Baum et al., 2018; Uwakwe et al., 2008), Kenia y Uganda (EACHRights, 
ISER & GI-ESCR, 2018), entre otros. Por ejemplo, en Kibera, un asentamiento informal en Nairobi, Kenia, más del 67% 
de las escuelas privadas no se encuentran registradas (Allavida, 2012, p. 23).  

En otros casos, aun cuando las escuelas privadas están sujetas a las mismas obligaciones relativas a la 
no discriminación de estudiantes con discapacidad, existe una ausencia de control estatal (para garantizar la no 
selección de estudiantes, la realización de ajustes razonables, etc.). Ello requiere de una fuerte capacidad admi-
nistrativa, lo cual es un desafío en muchos países, y consume mucho tiempo y recursos (Bellei & Vanni, 2015; Ver-
ger & Moschetti, 2017). De este modo, Verger y Moschetti (2017) afirman que las PPPs no están sujetas al mismo 
tipo de escrutinio público y por ende pueden operar por fuera de los mecanismos públicos de control (p. 4). Ellos 
confirman que las externalidades negativas de la participación del sector privado en la educación en materia de 
equidad, se presentan cuando los incentivos de mercado se combinan con restricciones en la capacidad y volun-
tad gubernamental de control. Un buen ejemplo es el caso de la acción de clase presentada contra Nueva Orleans 
sobre la base de que las autoridades públicas habían fracasado al no haber hecho cumplir con sus obligaciones 
a una amplia variedad de escuelas, incluyendo las escuelas charter (P.B. et al., v. Paul Pastorek, Louisiana State 
Superintendent of Education et al., 2010).  

Aún existe una gran resistencia por parte de las escuelas regulares a garantizar una educación inclusiva 
y el acceso de estudiantes con necesidades educativas especiales, en particular niños y niñas con discapacidad. 
Esta resistencia, es tangible en el caso de las escuelas privadas, cuando el marco normativo aplicable y la falta de 
control estatal les permite contar con un amplio margen de apreciación al momento de garantizar el derecho a la 
educación de estos y estas estudiantes. Por ejemplo, la Campaña Brasileña por el Derecho a la Educación y Acción 
Educativa en su presentación ante el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en 2014, sostuvieron 
que, mientras que las agencias gubernamentales fracasan en el ejercicio de un control significativo, el sistema 
educativo privado no tiene una propuesta específica para grupos históricamente discriminados -personas con 
discapacidad, con necesidades educativas especiales, diversidades étnicas o lingüísticas y poblaciones con diver-
sas tradiciones culturales- violando, en este sentido, el derecho a la no discriminación (Campaña Brasileña por el 
Derecho a la Educación & Acción Educativa, 2014, párr. 40). En este mismo orden de ideas, las representantes de 
las organizaciones entrevistadas de Perú, Brasil, Colombia, Uruguay y Argentina expresaron que en sus países, 
tanto las escuelas públicas como privadas están sometidas a las mismas normas relativas a la educación inclusi-
va. Sin embargo, existe un entendimiento generalizado (resaltado por seis interlocutoras, incluyendo también a la 
representante de Paraguay) de que las escuelas privadas no son fiscalizadas apropiadamente y el cumplimiento 
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de sus obligaciones no es correctamente monitoreado por el Estado. Ellas actúan dentro de un amplio marco de 
autonomía y los actos de discriminación contra estudiantes con discapacidad no son debidamente sancionados. 
Así, sostuvieron que, aunque tienen prohibido hacerlo, las escuelas privadas ejercen la prerrogativa de rechazar 
discrecionalmente la matriculación de estudiantes con discapacidad, y el Estado sólo interviene cuando dichas 
personas o sus familias interponen una demanda para revertirlo. 

Un caso muy ilustrativo sobre la necesidad de contar con normas claras y un control efectivo, es la situación 
de Chile. Se trata de un ejemplo interesante de cómo la falta de regulación puede resultar en un incentivo a las 
escuelas privadas para no implementar la educación inclusiva. Chile tiene uno de los más grandes -si no el más 
grande- programa de vouchers en el mundo, que evidencia con claridad un mercado educativo con altos niveles 
de competencia y privatización. Como afirman Fitch y Hulgin (2018), el efecto del cream skimming en Chile ha sido 
estudiado de cerca por muchas investigaciones y bien documentado. Este sistema, impulsó altos niveles de segre-
gación estudiantil, tanto académica como socioeconómica y ha ido deteriorando progresivamente el sistema de 
educación pública (Queupil & Durán del Fierro, 2018), principalmente con anterioridad a la adopción de diversas 
normas para revertir esta situación en 2009, 201015, 201216 y 201517. Las reformas de mercado en Chile, intro-
ducidas en los años ‘80, incrementaron los niveles de exclusión social y segregación de los y las estudiantes des-
aventajadas. Esto fue principalmente a través de mecanismos de escrutinio de alumnas y alumnos, prerrogativas 
para hacer “expulsiones selectivas” y la creación de nichos educativos socialmente homogéneos, amparados en 
la supuesta “libertad de enseñanza” (Queupil & Durán del Fierro, 2018; Elacqua & Santos, 2013; Hsieh & Urquiola, 
2006). Frente a una demanda creciente por la implementación de la educación inclusiva y la necesidad de poner 
un límite a la discrecionalidad de las escuelas privadas, en 2015 se aprobó la Ley de Inclusión Escolar (ley 20.845), 
con el objetivo explícito de desmantelar los mecanismos perversos de selección del alumnado motivados por la 
mercantilización y privatización de la educación, y para reducir la segregación escolar y potenciar la educación de 
calidad para todos y todas (Queupil & Durán del Fierro, 2018). En este sentido, la norma establece que la selección 
de estudiantes y la “discriminación arbitraria” están prohibidas e introduce la obligación de promover entornos 
educativos heterogéneos (Queupil & Durán del Fierro, 2018). Sin embargo, de acuerdo a los datos presentados por 
la Campaña Mundial por la Educación en un reciente informe, en 2016 al menos el 90% de las escuelas privadas 
primarias en Chile aún escrutaban a los y las estudiantes que querían inscribirse con el objeto de seleccionar a 
quienes se consideraban los y las “mejores” (Campaña Mundial por la Educación, 2016).  

Finalmente, la literatura ha descubierto que aun cuando las escuelas privadas se encuentran bajo las mis-
mas obligaciones con relación a las y los estudiantes con discapacidad, existe en algunos Estados la práctica de 
“burlar” al sistema (ver el caso de estudio más abajo) y de indiferencia hacia sus deberes (Oxfam, 2019). Oxfam 
ha reportado que este es el caso en Uganda y Argentina. Asimismo, es el caso de las escuelas charter en los 
Estados Unidos que se encuentran obligadas por la normativa federal referida a estudiantes con necesidades 
educativas especiales. No obstante, dichas escuelas utilizan diversas estrategias para eludir las restricciones 
(Dudley-Marlin & Baker, 2012), en particular las disposiciones relativas a la “no selección” de alumnos y alum-
nas. Para detener estas prácticas se vuelve necesario el establecimiento de mecanismos para hacer cumplir las 
normas. Al monitorear a las escuelas charter, las autoridades se centran en los resultados de las evaluaciones 
y las tasas de deserción o de egreso, pero no se controla usualmente si las escuelas garantizan adecuadamente 
el derecho a la educación inclusiva. De esta forma, no hay consecuencias por discriminar estudiantes con disca-
pacidad (Garda, 2012). Cabe destacar que el Comité CDPD (2016) ha sostenido que la supervisión de la educación 
inclusiva es un proceso continuo y que tiene por objeto “garantizar que no se esté produciendo ni segregación ni 
integración, ya sea formal o informalmente” (párr. 12.i). 

15.  Con la adopción de la Ley 20.422, sobre Igualdad de Oportunidades e Inclusión Social de las Personas con Discapacidad. 
16.  Con la adopción de la Ley 20.609, contra la discriminación. 
17.  Cuando se aprobó la Ley de Inclusión Escolar (Nro. 20.845).
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Caso de estudio: la no matriculación de niños y niñas 
con discapacidad en las escuelas privadas de Argentina

En Argentina existe una larga tradición de alian-
zas público-privadas. Muchas escuelas privadas reci-
ben grandes subsidios para ser adjudicados al pago de 
salarios del personal docente y directivo. Sin embargo, 
muchas de estas escuelas tienen la capacidad de co-
brar cuotas adicionales (aunque limitadas) a las fami-
lias (Moschetti, 2018). El origen de esta estructura es 
complejo y en muchos casos responde a una histórica 
cooperación entre el Estado y la Iglesia (Verger et al., 
2017a). Sin embargo, la expansión del sector privado 
en la actualidad no está vinculada tan intrínsecamente 
con las comunidades religiosas, sino que tiene por obje-
to complementar a la educación pública percibida como 
insuficiente o deteriorada y para expandir las opciones 
(Moschetti, 2018). Aunque esta forma de privatización 
no se encuentra históricamente vinculada a las dinámi-
cas del mercado, existen “prácticas competitivas de fac-
to entre las escuelas” que se disputan para matricular 
a los y las estudiantes académicamente “más capaces”, 
con mayor motivación y disciplina (Moschetti, 2018). El 
Decreto Nro. 2542/91 promueve el financiamiento es-
tatal de una “educación pública de gestión privada” a fin 
de “asegurar la opción de los padres de elegir la escuela 
para sus hijos, en el marco de la libertad de enseñar y 
aprender que garantiza la Constitución Nacional…”.

De conformidad con la información producida por 
el Ministerio de Educación de la Nación para el año 2018, 
casi el 70% de las escuelas privadas regulares en el país 
reciben subsidios estatales, y el 40% de ellas se encuentran 
subsidiadas en un 100%18. Asimismo, el Estado argentino 
es actualmente uno de los financiadores más importantes 
de la educación especial privada, por cuanto casi el 70% de 
las escuelas especiales reciben fondos públicos y más del 
46% están subsidiadas por completo19. No es de extrañar 
que, al 2017, el 48,4% de los y las estudiantes con discapa-
cidad en el país aún asistan a escuelas especiales20.

En particular, en la Ciudad Autónoma de Buenos Ai-
res, existe una larga tradición de subsidio de las escuelas 
privadas. De conformidad con información del gobierno 
local analizada por Moschetti (2018), al año 2016, más 

18.  Esta información está basada en los datos producidos por el Minis-
terio de Educación de la Nación en el marco de su Relevamiento Anual de 
educación, el programa se encuentra disponible en: https://www.argentina.
gob.ar/educacion/planeamiento/info-estadistica/educativa/cuadernillos 
19.  Ibíd.
20.  Ibíd.

del 50 por ciento de los niños y niñas asisten a escuelas 
privadas, de los cuales el 80 por ciento asisten a escue-
las privadas subsidiadas por el estado y el 20 por ciento 
a escuelas independientes de élite (p. 88) y ha habido un 
particular crecimiento reciente de instituciones privadas 
de bajo costo que han incrementado su matriculación 
en casi el 50 por ciento en el periodo comprendido entre 
2005-2015 (p. 9021). Asimismo, de acuerdo a los datos 
producidos por el Ministerio de Educación de la Nación, 
al año 2018, el 49,4% de los y las estudiantes con disca-
pacidad en la Ciudad se encontraban matriculadas en es-
cuelas especiales. Esta información revela asimismo una 
amplia participación de entidades privadas en la presta-
ción de educacion especial. Mientras que la información 
consolidada para todo el país arroja que un 26% de las y 
los estudiantes con discapacidad que se encuentran ma-
triculados en escuelas especiales, asisten a escuelas es-
peciales privadas, en la Ciudad de Buenos Aires, del 49,4% 
que se encuentran matriculados en escuelas especiales, 
más del 55% asisten a escuelas privadas. 

Las escuelas privadas en la Ciudad de Buenos Aires 
se encuentran bajo regulaciones más laxas con relación 
a la admisión de estudiantes. Mientras que el procedi-
miento de inscripción de las escuelas públicas se centra 
en una solicitud online simple y despersonalizada22 que 
no deja un amplio margen para la selección, las escue-
las privadas (subsidiadas o no) controlan directamente 
sus procesos de admisión (Moschetti, 2018). Aun cuando 
dichas entidades tienen prohibido seleccionar a los y las 
estudiantes y rechazarlas por motivos discriminatorios 
(Ley Nro. 2.681 de la Ciudad de Buenos Aires), existe una 
extendida indiferencia y una falta de control por parte del 
gobierno local, quién no monitorea ni sanciona a las es-
cuelas privadas, y por lo tanto, existe una extendida prác-
tica de sondeo de estudiantes para seleccionar a quienes 
“son una buena opción” para la escuela. Moschetti (2018) 
realizó un estudio cualitativo que incluyó observaciones 
in situ y entrevistas a personal directivo, propietarios y 
propietarias, docentes y asesores y asesoras legales de 
un grupo de escuelas privadas de bajo costo seleccio-
nadas de la Ciudad. Así, descubrió que la selección de 
estudiantes era por mucho la lógica de acción más co-

21.  De conformidad con datos provenientes de DGEGP-CABA, 2016.
22.  Para más información, se puede visitar el sitio oficial de inscripción 
estudiantil en el sistema de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en: https://
www.buenosaires.gob.ar/educacion/estudiantes/inscripcionescolar. 

https://www.argentina.gob.ar/educacion/planeamiento/info-estadistica/educativa/cuadernillos
https://www.argentina.gob.ar/educacion/planeamiento/info-estadistica/educativa/cuadernillos
https://www.buenosaires.gob.ar/educacion/estudiantes/inscripcionescolar
https://www.buenosaires.gob.ar/educacion/estudiantes/inscripcionescolar
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múnmente observada (p. 95). Los métodos más frecuen-
tes que describe incluyen: (i) entrevistas de selección; 
(ii) evaluaciones académicas y revisión de antecedentes 
e informes académicos; y (iii) evaluaciones psicológicas. 
Los y las estudiantes con discapacidad y quienes tienen 
antecedentes de comportamiento “problemático” se en-
cuentran entre los y las más discriminadas y rechazadas 
por parte de estas instituciones. En particular, el alumna-
do con discapacidad no solo es rechazado, sino también 
se incentiva su matriculación en escuelas especiales. La 
representante de la organización argentina que fue en-
trevistada, sostuvo que todo ello sucede sin ningún tipo 
de control por parte de las autoridades gubernamentales 
o mecanismos efectivos donde realizar el reclamo por la 
violación al derecho a la educación inclusiva.  

La Asociación Civil por la Igualdad y la Justicia (ACIJ), 
con el patrocinio de la Clínica Jurídica del Centro de Dere-
chos Humanos de la Facultad de Derecho de la Universi-
dad de Buenos Aires, ha interpuesto recientemente una 
demanda colectiva contra el Ministerio de Educación de 
la Ciudad de Buenos Aires, cuestionando la práctica siste-
mática e ilegal de rechazo de inscripción estudiantes con 
discapacidad en escuelas comunes privadas. Adicional-
mente, denunciaron la omisión del Gobierno de la Ciudad 
de controlar, monitorear y sancionar a las escuelas pri-
vadas. A través de información recolectada por medio de 
testimonios de diversas familias de niños y niñas con dis-
capacidad, la parte actora alega que las escuelas privadas 
utilizan diversas tácticas para rechazar o disuadir a los y 
las estudiantes con discapacidad durante los procesos de 
admisión. Durante las entrevistas de admisión, las familias 
suelen escuchar las siguientes afirmaciones: “este no es el 
colegio para tu hijo o hija”, “la institución no cuenta con los 
recursos necesarios para afrontar el proceso de inclusión 
escolar”, “en esta escuela trabajamos con una media, los 
chicos y chicas tienen que estar dentro de cierto rango”, 
“nos reservamos el derecho de admisión”, “ya tenemos cu-
bierto el cupo de estudiantes incluidos e incluidas”, “las ca-
racterísticas de nuestro proyecto educativo no responden 
a las necesidades actuales de tu hijo o hija”, “una institu-
ción con maestras y maestros integradores es bajar el ni-
vel de la escuela”, “no trabajamos con educación inclusiva 
en esta institución”, entre otras. Muchas escuelas ponen a 
los y las estudiantes con discapacidad en listas de espera 
por tiempo ilimitado. Estas respuestas son utilizadas por el 
personal directivo de escuelas privadas para rechazar ar-
bitrariamente la matriculación de estudiantes por motivos 
de discapacidad. Uno de los testimonios es muy contunden-
te al afirmar que “las niñas y niños con discapacidad que 

requieren una maestra o maestro integrador no pueden 
elegir escuela, van a donde los y las toman, que por lo ge-
neral son escuelas públicas”. En este contexto, las familias 
tienden a elaborar “listados de posibles escuelas” y van 
eliminando aquellas que desechan a sus hijos e hijas y con-
duce a que muchas personas con discapacidad terminen 
asistiendo a escuelas especiales. Existen casos en los que 
se rechazó la matriculación de estudiantes en hasta 47 es-
cuelas comunes por motivos de discapacidad23.

La parte actora afirma con claridad que “además 
de no ser razonables y resultar arbitrarias, son actos ile-
gales porque contrarían la normativa vigente en materia 
de educación inclusiva, que prohíbe que todos los esta-
blecimientos educativos, aun aquellos de gestión priva-
da, rechacen una niña, niño o adolescente por tener una 
discapacidad” y, en particular, reclama la falta de control 
por parte el gobierno local a través de su agencia espe-
cializada, la “Dirección General de Educación de Gestión 
Privada”, que invoca su falta de competencia para actuar 
en estos casos. Por otro lado, no existe un registro públi-
co de las sanciones -si las hay- aplicadas por el gobierno 
local en estas situaciones. Aun cuando la capacidad de 
hacerlo se encuentra prevista en la ley 2.681, las fami-
lias de niños y niñas con discapacidad deben controlar y 
proteger el derecho a la educación inclusiva de sus hijos 
e hijas por sí mismas, lo que hacen mediante la interposi-
ción de demandas en los tribunales locales24 o a través de 
denuncias ante el Instituto Nacional contra la Discrimina-
ción, la Xenofobia y el Racismo (INADI)25.

El INADI (2018) afirmó en su último informe que la 
mayoría de las denuncias recibidas en la primera mitad 
del año 2018 corresponden a actos de discriminación 
por motivos de discapacidad (24,14% de las denuncias 
totales). Dentro de este porcentaje, la mayoría eran de-
nuncias de discriminación en el ámbito educativo.

23.  La parte actora resalta en la demanda el caso de Elizabeth Aimar. 
Se trata de un caso de público conocimiento en Argentina ya que Aimar, 
madre de un niño con discapacidad, fundó la “Red de Asistencia Legal 
y Social” (RALS). RALS se centra en brindar asesoramiento a personas 
con discapacidad y sus familias. 
24.  Por ejemplo, el caso “Defensoría de Menores e Incapaces N° 6 
y otros c/ Colegio Mallinckrodt Hermanas de la Caridad Cristiana Hi-
jas de la Bienaventurada Virgen María s/ Amparo”, Expediente Nro. 
35476/2016, 6/04/2017, sentencia del Juzgado  Civil Nro. 99. 
25.  Por ejemplo, la Decisión Nro. 33-2011, Nro. 36-2011 y Nro. 508-
2018 del INADI.
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b. Segregación y estratificación del sistema educativo como un efecto 
predominante de la lógica de la competencia 

La mayor parte de la bibliografía revisada -incluso algunos estudios realizados por entidades que han sido 
promotoras de la participación de actores privados en el campo de la educación- muestran preocupación por los 
impactos de las reformas de mercado en materia de equidad. En particular, el efecto de segregación y estratifica-
ción que usualmente se vincula a la introducción de incentivos altamente competitivos (OCDE, 2017; OCDE, 2010; 
Patrinos et al., 2009; Magnússon & Lindqvist, 2019; OCDE, 2018; Apple, 2001a). Existen diversas investigaciones 
que se centran en la segregación socioeconómica, racial o étnica, y existe poca evidencia, aunque consistente, que 
señala una creciente segregación de estudiantes con necesidades educativas especiales, incluyendo a las perso-
nas con discapacidad, como consecuencia predominante de la introducción de reformas basadas en el mercado y 
el crecimiento de los actores privados en la educación.  

La preocupación se refiere, por un lado, a la segregación de estudiantes con necesidades educativas es-
peciales y su resultante concentración en las escuelas comunes de gestión pública (escuelas públicas tradicio-
nales). La evidencia muestra que dados los incentivos que el mercado le presenta a los actores privados -los que 
fueron mencionados previamente-, las escuelas públicas proveen educación a las poblaciones más desaventa-
jadas (GI-ESCR & ISER, 2015; Rouse & Florian, 1997). Esto no solo afecta de manera negativa la diversidad de los 
entornos educativos, sino que, en conjunto con la creciente transferencia de recursos públicos para expandir los 
esquemas de educación privada y el drenaje de fondos desde las escuelas públicas (Queupil & Durán del Fierro, 
2018; Oxfam, 2019; ACLU et al., v. el Estado de Wisconsin et al., 2012), ocasiona que las y los estudiantes más 
marginalizados son educados en escuelas públicas que cuentan con pocos recursos (Oxfam, 2019), o “escuelas 
de último recurso” (Dudley-Marling & Baker, 2012). 

Por otro lado, una cuestión muy preocupante en materia del derecho a la educación inclusiva, es el hecho de 
que el enfoque mercantilizado de la educación ha conllevado, en ciertos países, a una sobre-especialización de la 
educación, con el foco en algunos grupos de estudiantes o de necesidades en particular (Jennings, 2010), basado en 
la hipótesis de que de esta manera se puede proveer educación de mejor calidad, aprovechando la ventaja de las habi-
lidades especializadas que ofrecen determinadas organizaciones privadas (Patrinos et al., 2009, p. 4). En este sentido, 
UNESCO afirma que dentro de la presión actual por la privatización de la educación, en países tales como el Reino Uni-
do hay más recursos hacia estructuras de educación especial, que a su vez mantiene la visión de separación de las 
niñas y niños con discapacidad de las escuelas comunes (UNESCO, 2015, p. 111). En el mismo sentido, Howe y Welner 
(2002) sostienen que el sistema de elección de escuela se caracteriza por la diversidad pero al nivel de la escuela, en 
lugar de al nivel de los y las estudiantes. Ello conduce a la imposición de la doctrina de “iguales pero separados” que 
compromete la inclusión de estudiantes con necesidades educativas especiales en las escuelas comunes. 

Por su parte, la OCDE (2010) resalta que el sistema de elección de escuela en algunos casos, por ejemplo en el 
Estado de Carolina del Sur de los Estados Unidos, en Copenhagen, Dinamarca y en Chile, han resultado en un incre-
mento en la segregación entre escuelas “con diferentes perfiles”. Ello se produjo principalmente en tres dimensiones: 
socioeconómica, étnica y de capacidad (OCDE, 2012). En consecuencia, destaca que algunas escuelas dentro del pro-
grama de vouchers -que tienen el objeto de proveer educación a una minoría de estudiantes- solo tienen participantes 
de ciertos grupos específicos. A su vez, ciertas escuelas charter son conocidas por focalizarse específicamente en 
las necesidades educativas especiales como un submercado educativo específico (OCDE, 2010). Se resalta asimismo 
que mientras sus promotores alegan que los mecanismos de mercado resultan en una respuesta más específica con 
relación a la demanda, sus oponentes muestran inquietud sobre el impacto negativo de la segregación en la cohe-
sión social. Así, el informe de Christoffel-Blindenmission Deutschland (CBM) destaca como riesgo que la participación 
privada en la provisión de educación tiende a crear escuelas más exclusivas y estandarizadas. Explica además que 
existe evidencia que muestra que el sistema de PPPs en el Reino Unido está estimulando el incremento de matricula-
ción en escuelas especiales y llevando a una menor voluntad de inscribir niñas y niños con discapacidad dentro de las 
escuelas académicas comunes (CBM, Bensheim, 2018, p. 42). 
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Dudley-Marling y Baker (2012) señalan una tendencia en algunos estados de los Estados Unidos, en donde, por 
un lado, muchas escuelas charter matriculan muy pocas -si alguna- personas con discapacidad, mientras que, por 
otro lado, hay un pequeño número de escuelas charter con “números inusualmente altos” de estudiantes con disca-
pacidad (la mayoría dentro de la baja proporción que asiste a estas escuelas, como se discutió más arriba). Esto ha 
sido resaltado asimismo por otros autores y autoras (Fitch & Hulgin, 2018; Eppel et al., 2015). En consonancia, parte 
de la bibliografía hace referencia a ciertas escuelas charters que reciben exclusivamente a estudiantes con discapa-
cidad, estudiantes en riesgo u otras minorías (Garda, 2012). Así, Fitch y Hulgin (2018) indican que en diversas ocasio-
nes la educación de mercado ha apuntado específicamente a estudiantes con discapacidad. Adicionalmente, revelan 
que el Centro Nacional para la Educación Especial en Escuelas Charter ha reportado el desarrollo de 115 escuelas 
(desde el año 2014) diseñadas específicamente para estas alumnas y alumnos. Ello se observa, por ejemplo, en Ohio, 
Texas y Florida. Este último estado ha creado asimismo un programa de vouchers que apunta específicamente a estu-
diantes con discapacidad. Además, Magnússon, Göransonn y Lindqvist (2019) muestran que en Suecia ha aumentado 
durante la última década el número de escuelas independientes gestionadas por entidades privadas que se especiali-
zan en la educación de personas con necesidades adicionales de apoyo y con discapacidad. El fenómeno descripto se 
desarrolla en un contexto de creciente mercantilización del sistema educativo en dicho país. 

De manera similar, Waitoller y Lubienski (2019) afirman que el modelo de mercado puede producir incentivos 
para escuelas especializadas y un aumento en la segregación de estudiantes con discapacidad. En particular, mani-
fiestan su preocupación por la identificación de estudiantes que “necesitan educación especial” bajo la regulación de 
los Estados Unidos y por la forma en que la discapacidad en intersección con otras variables tienden a incrementar 
dicha identificación. Dichos autores establecen que en comparación con sus compañeras y compañeros “blancos”, 
los y las estudiantes afrodescendientes con discapacidad se encuentran desproporcionadamente identificadas para 
educación especial y pasan menos tiempo en las clases de educación común (Waitoller & Lubienski, 2019, p. 6). Simi-
lares inquietudes han sido presentadas por la doctrina, donde se afirma -al escribir sobre minorías raciales y lingüís-
ticas- que en sistemas regidos por lógicas de mercado un número desproporcionado de estudiantes pertenecientes 
a grupos oprimidos es destinado a la educación especial (Artiles, Harris-Murri & Rostenberg, 2006, p. 266). 

Otro indicador es que tradicionalmente existe una amplia presencia de entidades proveedoras privadas en el 
marco de la educación especial y no inclusiva (Reisner, 2012). La Campaña Brasileña por el Derecho a la Educación 
ha afirmado que existe una fuerte participación del sector privado dentro de la educación segregada. Así, sostiene 
que la educación especial o exclusiva continúa siendo la norma en el sector privado y que el desarrollo de PPPs en 
el campo de la educación de estudiantes con discapacidad tiene por objeto su expansión a través de la educación 
exclusiva (Campaña Brasileña por el Derecho a la Educación & Acción Educativa, 2014, párr. 42). En este sentido, 
la persona entrevistada de la organización brasileña resaltó que las escuelas especiales privadas en Brasil reci-
ben grandes subsidios por parte del Estado y expresó que existe una amplia presencia de actores privados en el 
sistema de escuelas especiales. Ello ha ocurrido también en Inglaterra, en donde el sistema educativo de mercado 
alienta el surgimiento de “proveedores de nicho” para trabajar con un abanico de “desórdenes”, creando sistemas 
de núcleos escolares (Slee, 2007).
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Caso de estudio: la creciente tendencia hacia la 
estandarización de la educación en África Sub-
Sahariana. Cadenas comerciales de escuelas y 
educación inclusiva

En las décadas pasadas, la descentralización y la 
privatización de la educación permeó la política educa-
tiva en diversos países de África Sub-Sahariana, inclu-
yendo inter alia Uganda, Kenia, Nigeria, Tanzania, Liberia 
y Zambia. La propagación de escuelas privadas de bajo 
costo estuvo vinculada a ciertas preocupaciones rela-
cionadas con el acceso, la calidad y la equidad educativa 
(Uwakwe et al., 2008). El Banco Mundial tiene un rol acti-
vo en la promoción de la privatización en países de bajos 
recursos a través del asesoramiento y financiamiento, 
con el objeto de mejorar la calidad y la provisión educa-
tiva en familias de bajos recursos (Uwakwe et al., 2008) 
y cerrar la brecha educativa presente en muchos de los 
países en desarrollo, incluyendo la distribución geográ-
fica no adecuada de las escuelas públicas (Oxfam, 2019). 

En el marco de esta tendencia, un actor priva-
do en particular se ha expandido en varios países de 
África (así como en ciertos países de Asia). Se trata 
del caso de las cadenas internacionales de escuelas, 
que en general se disponen con el formato de escue-
las privadas de bajo costo con un fuerte componente 
comercial en la educación. En este sentido, las Bridge 
International Academies (BIAs) son muy conocidas por 
su expansión y porque se han convertido en un punto 
de preocupación para los organismos de derechos hu-
manos (Relator Especial de las Naciones Unidas para 
el derecho a la educación, 2016; CDH, 2019; Comisión 
Africana, 2015). Estas escuelas preescolares y prima-
rias, inicialmente establecidas en Kenia (Verger et al., 
2016), se expandieron luego a Uganda, Liberia, Nigeria 
e India. Se desarrollan tanto de manera independien-
te, como en el caso de Kenia y Uganda, o en asociación 
con el Estado, pero reciben financiamiento de diver-
sos inversores privados y públicos, incluyendo el IFC, 
el gobierno del Reino Unido y el Banco de Europeo de 
Inversiones (CDH, 2019; CBM, Bensheim, 2018). Su cre-
cimiento es muy extenso. Por ejemplo, en Kenia hay más 
de 400 escuelas pertenecientes a las Bridge Interna-
tional Academies (EACHRights, Kenia, ISER, Uganda & 

GI-ESCR, 2016), por lo que sus comportamientos tienen 
un gran impacto sobre la garantía de la educación in-
clusiva en dicho país. 

Por un lado, la bibliografía resalta que la intro-
ducción de escuelas privadas de bajo costo como las 
BIAs han de hecho mejorado las tasas de matriculación 
del sistema educativo, incluyendo parte de la pobla-
ción desescolarizada (Uwakwe et al., 2008; Adelabu & 
Rose, 2004), aunque parte de la evidencia hace énfasis 
en que las cuotas que este tipo de escuelas privadas 
cobran son inaccesibles para las familias muy pobres 
(ActionAid Internacional et al., 2015). 

Por otro lado, ha ganado visibilidad el impacto en 
materia de calidad y equidad de la educación brindada 
por las BIAs. En particular, las cadenas comerciales de 
escuelas, incluyendo las BIAs, generan preocupación 
por su resistencia hacia las regulaciones gubernamen-
tales y su falta de cumplimiento de los estándares de 
calidad educativa (Oxfam, 2019; GI-ESCR & ISER, 2015). 
Cabe destacar que las BIAs en Uganda han sido objeto 
de diversos procedimientos judiciales desde el año 2016 
y en la actualidad las 63 escuelas que operan en dicho 
país se encuentran bajo revisión. La Corte Suprema de 
Uganda ha establecido que las BIAs están operando sus 
academias en contravención con la ley, ya que funcionan 
sin licencia (Bridge International Academies (k) v. el Fis-
cal General, 2016). En el mismo sentido, la Corte Supre-
ma de Kenia en el condado de Busia ha determinado en 
2017 que el Consejo de Educación podía proceder con 
las medidas tendientes a cerrar diez BIAs operando en 
dicha jurisdicción, por haber incumplido con los están-
dares educativos (Right to Education Project, 2017). 

Con relación a la educación inclusiva, una de las 
cuestiones más importantes se relaciona con el objeto de 
las escuelas privadas de bajo costo de proveer educación 
al menor costo y los mecanismos estandarizados que pro-
mueven (Oxfam, 2019). Parte de las investigaciones reve-
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lan que estas instituciones tienden a segregar y a evitar la 
matriculación de estudiantes con necesidades educativas 
especiales por los recursos adicionales que requieren 
(GI-ESCR, Hakijamii, 2015; ActionAid Internacional et al., 
2015). De este modo, la Iniciativa para los Derechos Eco-
nómicos y Sociales (2016) expresó su preocupación por 
la falta de accesibilidad, apoyos adecuados y ajustes ra-
zonables para estudiantes con discapacidad en diversas 
PPPs de Uganda. Algunas investigaciones cuantitativas 
también ilustran estas conclusiones. Un informe de la or-
ganización Allavida (2012) sobre el acceso a la educación 
en Kenia -en particular en Kibera- estableció que en las 
escuelas privadas las niñas y niños con discapacidad re-
presentaban menos del 1% del total de la población esco-
lar, contra el 10% en las escuelas públicas y que la mayor 
proporción de niños y niñas con discapacidad intelectual 
podrían no estar asistiendo en absoluto, debido a los altos 
niveles de ajustes requeridos en entornos inclusivos (p. 
13). Más aún, el estudio puntualiza que las escuelas pú-
blicas son más accesibles para estudiantes con discapa-
cidad que las privadas. Asimismo, ciertas investigaciones 
señalan que los y las estudiantes con menores califica-
ciones en los exámenes, los y las estudiantes con necesi-
dades educativas especiales o estudiantes con discapa-
cidad pueden ser desalentadas de asistir a las escuelas 
BIAs como resultado del entorno y de los procedimientos 
de admisión (Educación Internacional & Unión Nacional 
de Maestros de Kenia, 2016, p. 12). Aunque no hay infor-
mación concluyente, el informe sugiere que las escuelas 
BIAs utilizan diversos métodos para evitar la matricula-
ción de alumnos y alumnas con necesidades educativas 
especiales, como el establecimiento de puntajes mínimos 
en las pruebas de admisión, disuadiendo al estudianta-
do con menor rendimiento y analizando los precedentes 
académicos y disciplinarios previos (Educación Interna-
cional & Unión Nacional de Maestros de Kenia, 2016). Las 
personas entrevistadas26 en el marco del estudio llevado 
a cabo por Educación Internacional y la Unión Nacional 
de Maestros de Kenia (2016) sugirieron que las BIAs no 
aceptan generalmente niños y niñas con discapacidad 
y con necesidades educativas especiales. Esto se debe 
a que la escuela no se consideraba apropiada para sus 
requerimientos, o no contaba con las instalaciones que 
“esos niños y niñas” requerían. El informe también resalta 

26.  Basado en entrevistas e investigaciones llevadas a cabo por el Cen-
tro de África del Este por los Derechos Humanos (EACHRights) y la Inicia-
tiva Global por los Derechos Económicos, Sociales y Culturales (GI-ESCR) 
en 2016, focalizándose en las operaciones de las BIAs en Kenia. 

que cuando las BIAs matriculan estudiantes con necesi-
dades educativas especiales, el personal docente no se 
encuentran bien equipado o apoyado para abordar sus 
requerimientos (Educación Internacional & Unión Nacio-
nal de Maestros de Kenia, 2016). Asimismo, diversas or-
ganizaciones, en su informe alternativo presentado ante 
el Comité de Derecho Económicos, Sociales y Culturales 
en el marco del sexto informe periódico para el Reino Uni-
do, sostuvieron que las BIAs no se encontraban bien dise-
ñadas y que no eran fácilmente accesibles para personas 
con discapacidad27 (ActionAid Internacional, et al., 2015).

Aparte de la exclusión de estudiantes con nece-
sidades educativas especiales, otro de los puntos de 
mayor debate con relación a la educación inclusiva se 
funda en el hecho de que las BIAs se estructuran sobre 
los supuestos beneficios de la estandarización educati-
va (Verger et al., 2016; Srivastava, 2016). Con el objetivo 
de reducir los costos y de crear una educación “a gran 
escala”, las cadenas comerciales de escuelas se fundan 
sobre una currícula, gestión, enseñanza y evaluación 
estandarizada (ActionAid Internacional et al., 2015). Esto 
puede ser muy perjudicial para educar en la diversidad 
y afecta la calidad educativa. La currícula se diseña para 
aplicarse en contextos muy diversos en donde las cade-
nas internacionales desarrollan sus escuelas privadas 
y son muy rígidas al dejar poco espacio para los ajustes 
necesarios (ActionAid Internacional et al., 2015).

27.  Las organizaciones incluyeron esta referencia en su informe alter-
nativo de septiembre del año 2013. La Ministra de Desarrollo Internacio-
nal del Reino Unido, Lynne Featherstone, en ocasión de su discurso en la 
Reunión de Alto Nivel sobre Discapacidad y Desarrollo en la Asamblea Ge-
neral de las Naciones Unidas, anunció que, con efecto inmediato, las niñas 
y niños con discapacidad en los países en desarrollo podrían acceder a 
todas las escuelas construidas con financiamiento directo del Reino Uni-
do. Ella declaró: “de hoy en adelante, todas las escuelas construidas con 
apoyo directo de los y las contribuyentes del Reino Unido serán diseñadas 
para permitir el acceso de las personas con discapacidad”, en referencia 
a las escuelas privadas de bajos recursos que reciben financiamiento del 
gobierno del Reino Unido, incluyendo una gran cantidad de BIAs.  El infor-
me resalta que, sin embargo “las visitas in situ de investigadores e inves-
tigadoras y la respuesta de las comunidades reportan que las escuelas 
apoyadas por el Reino Unido, como las BIAs, no se encuentran diseñadas 
ni son fácilmente accesibles para personas con discapacidad”.
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c. La provisión (o denegación) de ajustes razonables y apoyos

La bibliografía está muy relacionada con el contexto en este punto de análisis y las conclusiones se vinculan 
en gran medida a la situación presupuestaria tanto de las instituciones públicas como privadas. La falta de apoyos, 
o la provisión de apoyos inadecuados o inefectivos y la privatización de los costos de los recursos adicionales son 
todos temas que se plantean en la mayoría de los Estados (Inclusión Internacional, 2009). Ello pareciera ser una 
deficiencia tanto del sector público como privado. Vale la pena señalar que el Comité CDPD (2016) ha sostenido con 
claridad que “las instituciones educativas, incluidas las instituciones educativas privadas y las empresas, no deben 
cobrar tasas adicionales por integrar la accesibilidad y/o realizar los ajustes razonables” (párr. 76).

Diversos estudios han destacado sus preocupaciones por la accesibilidad y la provisión de ajustes razona-
bles28 a estudiantes con discapacidad. Cierta doctrina de los Estados Unidos se encuentra particularmente preocu-
pada por los sistemas de vouchers, ya que las familias que quieren matricular a sus hijas o hijos en estos progra-
mas pueden no gozar de los derechos establecidos en la Individuals with Disabilities Act (IDEA)29. De este modo, los 
y las estudiantes con discapacidad pueden tener que asistir a la escuela sin poder hacer efectivo su derecho a con-
tar con “servicios relacionados” para tener una trayectoria educativa significativa (ACLU et al., v. Estado de Wiscon-
sin et al., 2012; Waitoller & Lubienski, 2019; Gill et al., 2007). Esto se asemeja a la situación de las escuelas privadas 
“tradicionales” (que no reciben financiamiento público) quienes según la normativa vigente no tienen la obligación 
de proveer servicios bajo la IDEA, pero sí tienen prohibido discriminar a niños y niñas con discapacidad al negarse 
ajustes razonables que “no modifiquen la naturaleza de sus programas” (ACLU et al., v. Estado de Wisconsin et al., 
2012). En el caso de las escuelas charter, que están exentas de muchas normas de carácter administrativo pero 
obligadas por las leyes federales en materia de discapacidad (Howe & Welner, 2002), muchas condicionan la matri-
culación a la renuncia de los derechos bajo la IDEA (Garda, 2012; Zollers & Ramanathan, 1998). Por lo tanto, estas 
escuelas se ven exentas de la obligación de proveer “asistencia complementaria y servicios para estudiantes en 
clases de educación general” y de elaborar un plan educativo individualizado. El argumento utilizado en muchos 
casos para justificar esta práctica es que las y los estudiantes son educados apropiadamente sin la necesidad 
de una etiqueta de discapacidad estigmatizante, que las escuelas públicas tienden a sobre-identificar a alumnas 
y alumnos con discapacidad y que los programas de inclusión de las escuelas charter tienden a remover dichos 
rótulos (Zollers &  Ramanathan, 1998). Aun cuando evitar la sobre-calificación de niños y niñas puede resultar una 
buena práctica en muchos casos, las autoras y autores afirman que este puede ser un mecanismo para evitar la 
provisión de servicios y apoyos que la ley requiere para una educación apropiada y significativa (Garda, 2012). 
Como resultado, aun cuando las escuelas charter en Estados Unidos tienden a separar menos en aulas especiales, 
en muchos casos incluyen a las alumnas y alumnos en el aula sin proveer los servicios apropiados, sino que dejan 
a las niñas y niños en las clases comunes donde no tienen “ninguna pista” de lo que está sucediendo, o se les per-
mite acceder a clases regulares una vez que superan cierto grado de nivel educativo (Zollers & Ramanathan, 1998, 
p. 302; también en Dudley-Marling & Baker, 2012). Asimismo, algunos estados le permiten a las escuelas charter 
tener un criterio de matriculación vinculado a su misión o competencia y algunos aceptan criterios de admisión 
basados en el rendimiento académico (Howe & Welner, 2002). Ambos criterios son muy vagos y pueden dar lugar a 
evaluaciones discriminatorias hacia estudiantes con necesidades educativas especiales. 

De este modo, Oxfam (2019) sostuvo que en las escuelas bajo PPPs en Uganda no se realizaban ajustes 
razonables para estudiantes con discapacidad. Se afirmó en dicho estudio que muchas escuelas eran inacce-
sibles y otras no contaban con docentes para las necesidades especiales. Hallazgos similares fueron revela-
dos para el caso de las PPPs en Punjab (Oxfam, 2018).

28.  De conformidad con el artículo 2 de la CDPD, se entiende por ajustes razonables “las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas 
que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular, para garantizar a las personas con disca-
pacidad el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales”. La Convención 
establece en el mismo artículo que la denegación de ajustes razonables implica una discriminación por motivos de discapacidad. 
29.  El Individual with Disabilities Education Act es una norma federal que establece la “educación pública gratuita y apropiada” para niños y niñas con discapa-
cidad que cumplan las condiciones establecidas por la ley, que “asegura la educación especial y los servicios relacionales para aquellas niñas y niños”, incluyendo 
el diseño de un plan educativo individualizado. En la medida en que estos servicios asistan a un niño o niña para que reciba una educación apropiada, las escuelas 
deben hacer que dichos servicios estén disponibles de manera gratuita para el o la estudiante. Para más información ve: https://sites.ed.gov/idea 

https://sites.ed.gov/idea
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Con relación a los apoyos (en particular docentes de apoyo), la representante de la organización de Brasil que 
fue entrevistada expresó que las escuelas privadas, tienen la obligación de proveer los apoyos necesarios. Asimismo, 
se encuentra prohibido el cobro de montos adicionales a estudiantes con discapacidad por estos costos (basado en 
el principio de solidaridad). Sin embargo, existen diversos casos en los cuales las familias financian los apoyos por su 
cuenta, ya sea porque la escuela no posee los recursos o porque prefieren elegir una persona de su confianza. En el 
caso de Uruguay, la persona entrevistada afirmó que el costo de los apoyos en escuelas privadas es enfrentado por 
las familias. Ello suma un elemento para la segregación de quienes no pueden enfrentarlos. Lo mismo fue relatado por 
las interlocutoras de Chile y Paraguay. Con relación a Perú, la profesional entrevistada manifestó que las escuelas 
privadas cobran a las familias por los costos que los apoyos les significan o les imponen la obligación de acudir a la 
escuela con un apoyo para poder matricular a el alumno o alumna. En este sentido, dijo que aun cuando el año ante-
rior se aprobó una ley que prohíbe la asignación de costos a las familias, las escuelas continúan haciéndolo. 

Finalmente, en Colombia, tal como lo reveló su interlocutora, las escuelas privadas imponen matrículas dife-
renciales a estudiantes con discapacidad para cubrir los costos de los apoyos educativos o condicionan la admi-
sión a la provisión de apoyos por parte de las familias. Aunque esta práctica se encuentra prohibida y se han in-
terpuesto diversas demandas sobre esta materia, en la práctica continúa sucediendo. El motivo principal del difícil 
cumplimiento de la obligación de realizar ajustes razonables y de brindar apoyos está relacionado con limitaciones 
presupuestarias. Sin embargo, los incentivos de mercado, además de fomentar la negativa de cumplimiento de esta 
“costosa” obligación, promueve asimismo altos grados de estandarización de la educación al disminuir el margen 
para realizar adaptaciones que tiendan a abordar necesidades específicas y enfrentan tanto a las escuelas como 
a al personal docente a actividades, valoraciones, consignas, contenidos y criterios de evaluación estandarizados, 
que apuntan generalmente a un tipo normalizado de estudiante (Dudley-Marling & Baker, 2012; Campaña Brasile-
ña por el Derecho a la Educación & Acción Educativa, 2014; Apple, 2001a; Zollers & Ramanathan, 1998; Peters & 
Oliver, 2009). Por lo tanto, los y las estudiantes deben adaptarse a la escuela, en lugar de la escuela ser accesible 
y proveer los apoyos y servicios necesarios para que ellos y ellas  aprendan en igualdad de condiciones (Zollers & 
Ramanathan, 1998). Ello puede afectar sustancialmente a alumnos y alumnas con necesidades educativas especia-
les y su derecho a recibir una educación significativa. En este orden de ideas, la representante entrevistada de la 
organización de Colombia destacó que en dicho país hay cadenas internacionales de escuelas que se desempeñan 
con un amplio margen de autonomía en la práctica y tienden a ser altamente competitivas y a contradecir la inclu-
sión de estudiantes con necesidades educativas especiales y estudiantes con discapacidad, ya que utilizan métodos 
de enseñanza y evaluación altamente estandarizados. 

Si bien Dudley-Marling & Baker (2012) señalan que existen algunos casos en los que la innovación y experi-
mentación en las escuelas charter conlleva a una verdadera educación inclusiva, también se menciona que estos 
casos son aislados. Reflexiones similares fueron realizadas por las representantes de las organizaciones de Brasil, 
Uruguay, Paraguay, Perú y Chile con relación a casos particulares de escuelas privadas en dichos Estados que, 
cuando cumplen cabalmente con el derecho a la educación inclusiva, tienden a proveer apoyos y a realizar ajus-
tes razonables de una mejor forma y más efectiva, ya que las escuelas públicas usualmente enfrentan problemas 
presupuestarios y limitaciones burocráticas. Por su parte, Apple (2001a) resaltó que en los países estudiados en 
su investigación (i.e. los Estados Unidos, Inglaterra, Gales, Australia y Nueva Zelanda) el mercado no promovió la 
diversidad, sino que incrementó el establecimiento de “modelos dominantes” de estrategia educativa. 
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La falta de estudios empíricos relativos a diversas variables de la 

educación de calidad de las personas con discapacidad 

El análisis realizado sobre la bibliografía existente con relación a los efectos de la creciente participación de 
actores privados en la educación inclusiva evidencia que la cantidad de investigaciones y el tipo de fuentes produ-
cidas en la materia es muy variable dentro de las diferentes regiones. 

De conformidad con los resultados proporcionados por Verger et al., (2017) en su extenso estudio sobre la 
privatización de la educación, la mayoría de la literatura académica disponible en las plataformas consultadas sobre 
educación inclusiva y en particular sobre estudiantes con necesidades educativas especiales y con discapacidad, 
procede de -y se refiere a- los Estados Unidos algunos países de Europa, principalmente el Reino Unido, y Australia 
de Oceanía. Existe también bibliografía académica en la materia relacionada con países de Latinoamérica, la cual se 
concentra en algunos casos particulares como el extenso y controversial programa de vouchers de Chile y algunas 
referencias al sistema educativo de Argentina, Colombia y Perú. Con relación a los países de África y Asia, con la ex-
cepción de India y Pakistán, existe una cantidad considerablemente menor de literatura académica relacionada con 
la privatización de la educación y su impacto en la educación inclusiva de personas con discapacidad. En cambio, se 
centra comúnmente en los efectos sobre la equidad desde el punto de vista socioeconómico. Las referencias a perso-
nas con discapacidad o estudiantes con necesidades educativas especiales se encuentran en su mayoría -aunque no 
en gran cantidad- en los informes o estudios de organizaciones o coaliciones de la sociedad civil. 

En general, existe poca literatura30 focalizada en el impacto sobre la educación inclusiva de estudiantes con 
necesidades educativas especiales y personas con discapacidad. La mayor parte de los estudios disponibles ana-
lizan el caso desde una revisión más general de la privatización o mercantilización de la educación y su impacto en 
grupos en situación de vulnerabilidad. 

Existe una ausencia generalizada de datos apropiados sobre la calidad de la educación de personas con dis-
capacidad en escuelas privadas o semiprivadas, que trascienda lo relativo al ingreso, los patrones de selección y/o 
permanencia en el sistema educativo. La información relativa a la calidad educativa y al impacto de las reformas 
de mercado en este ámbito no se encuentra debidamente desagregada por discapacidad y por ello no es posible 
analizar si existe un efecto diferencial según el tipo de discapacidad para estos y estas estudiantes. En este sentido, 
se recomienda la investigación empírica en esta temática.

30.  La mayor parte de dichos análisis son de fuentes provenientes de los Estados Unidos y del Reino Unido. 



Los efectos de la creciente participación de actores privados en la educación inclusiva 33

Comentarios finales: ¿es la educación inclusiva compatible con los 

principios subyacentes a los enfoques educativos de mercado?

Parte de la doctrina considera que los enfoques educativos basados en el mercado son incompatibles o mu-
tuamente excluyentes con la educación inclusiva, por ser incompatibles con una educación que valore la diversidad 
humana -incluyendo idioma, raza, cultura, género, discapacidad, necesidades educativas especiales (Dudley-Mar-
ling & Baker, 2012; Reisner, 2015; Slee, 2011; Howe & Welner, 2002). 

Como se evidencia en la bibliografía analizada, existen dentro de la lógica de privatización y mercantilización del 
sistema educativo ciertas fuerzas centrífugas que resultan en la exclusión y segregación de estudiantes con necesi-
dades educativas especiales. Esto es particularmente aparente en el caso de estudiantes con discapacidad, a quienes 
se ha históricamente excluido de y segregado dentro del sistema educativo. Estas fuerzas, como la competencia, la 
estandarización, la rentabilidad, la autonomía y la desregulación parecieran estar en conflicto intrínseco con las fuer-
zas que subyacen a la inclusión y, como lo demuestra una gran cantidad de la literatura revisada, pueden resultar 
muy perjudiciales para estudiantes que “no caben” dentro de parámetros preestablecidos. De este modo, mientras 
que el involucramiento de actores privados en la educación (principalmente en aquellos casos no motivados por la 
rentabilidad) puede en ocasiones ser beneficioso para la expansión del acceso a la educación y su llegada a quienes 
que de otra manera quedarían fuera del sistema público, esto debe desarrollarse necesariamente dentro de límites 
muy claros para evitar incentivos que puedan terminar perjudicando a quienes han sido históricamente discrimina-
dos y discriminadas por el sistema educativo. Como Kishore Singh (2014) ha establecido enfáticamente, mientras que 
la educación privada puede complementar a la educación pública, no debe reemplazar la responsabilidad primaria 
del gobierno de garantizar la educación básica para todos y todas (p. 17). 

Dicho esto, el elemento clave en este escenario complejo de política educativa, es el Estado. Hoy en día se 
encuentran vigentes instrumentos jurídicamente vinculantes que consagran el derecho humano a la educación 
inclusiva, un derecho que es exigible frente a instituciones públicas y privadas que conforman el sistema educativo. 
De este modo, el Estado es responsable de respetar, proteger y de garantizar el derecho de todos los individuos 
bajo su jurisdicción. Dentro de un contexto global de creciente comercialización y privatización de la educación, la 
adopción de los Principios de Abiyán ha demostrado que un amplia variedad de partes interesadas comprendieron 
que la educación, como bien público, es responsabilidad del Estado. Estos principios proveen claros lineamientos a 
los Estados para cumplir tanto su deber indelegable de garantizar una educación inclusiva, equitativa y gratuita y 
de regular y controlar de manera efectiva a los actores privados que ingresan al sistema educativo.

En 1994, la Declaración de Salamanca proclamó “Educación para todos, efectivamente significa PARA TODOS”. 
Veinte años más tarde, el desafío aún continúa. 
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Recomendaciones

1. Los Gobiernos deben adoptar todas las medidas necesarias para:

(i) garantizar el cumplimiento de su obligación indelegable de proveer una educación inclusiva, equitativa y 
de calidad para todos y todas;

(ii) concentrar la asignación de recursos públicos para fortalecer el suministro de educación pública, gratui-
ta y accesible sin discriminación y para asegurar la disponibilidad de ajustes razonables y apoyos para estudiantes 
con necesidades educativas especiales y con discapacidad que lo requieran; 

(iii) registrar adecuadamente a todos los actores privados que formen parte del sistema educativo y estable-
cer un marco normativo claro que prohíba toda forma de discriminación en la educación; 

(iv) fortalecer las legislaciones y otras regulaciones para prohibir a las instituciones, tanto públicas como 
privadas, la selección de estudiantes durante los procedimientos de admisión;

(v) reestructurar sus sistemas de rendición de cuentas -actualmente basados en nociones estandarizadas 
del rendimiento académico- hacia sistemas que produzcan información sobre la calidad educativa teniendo en 
cuenta múltiples factores que valoren positivamente a la diversidad del estudiantado y las diferentes formas de 
aprendizaje y reduzcan los incentivos para la selección de alumnos y alumnas;

(vi) implementar mecanismos efectivos para controlar y monitorear a los actores privados que se encuentran 
brindando un servicio público, como la educación. En particular, el cumplimiento de las obligaciones que emanan 
del derecho a la educación inclusiva. Ello incluye la prohibición de rechazar estudiantes por motivos discrimina-
torios y negar los ajustes razonables y apoyos que los y las estudiantes con necesidades educativas especiales y 
estudiantes con discapacidad puedan necesitar o imponer los costos que estos acarrean a sus familias;

(vii) diseñar mecanismos de reclamo apropiados a los que las personas con discapacidad y sus familias pue-
dan recurrir frente a las violaciones de su derecho a la educación inclusiva;

(viii) reducir progresivamente -con vistas a su eliminación- el financiamiento público de la educación especial 
y segregada para personas con necesidades educativas especiales y dirigir dichas partidas presupuestarias a 
políticas públicas para la inclusión de todos los y las estudiantes en aulas comunes; e

(ix) impedir el desarrollo y creación de nuevas escuelas de educación especial, tanto públicas como privadas.

2. Los promotores y financiadores externos de la educación privada deben:  

(i) eliminar el financiamiento de cualquier escuela privada que no garantice el derecho a la educación inclu-
siva para todos y todas;

(ii) abstenerse de financiar prestadores comerciales de educación privada y sistemas educativos basados en 
el mercado que tiendan hacia una provisión educativa altamente segregada y estratificada;

(iii) redirigir sus programas de fomento hacia el desarrollo de sistemas robustos de educación pública e 
inclusiva;

(iv) redirigir su financiamiento al refuerzo de la prestación de educación equitativa y de calidad para todos y 
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todas en sistemas educativos generales, públicos, accesibles y de calidad y para la provisión de ajustes razonables 
y apoyos individuales que los y las estudiantes puedan necesitar; y

(v) comprometerse con el cumplimiento del derecho a la educación inclusiva, en particular con el derecho de 
los y las estudiantes con discapacidad a acceder y participar en las escuelas comunes en igualdad de condiciones 
con el resto de las alumnas y alumnos. 
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Anexo I

Cuestionario para Organizaciones integrantes de la Red Regional por la 
Educación Inclusiva de Latinoamérica (RREI)

1. ¿Se han introducido en su país reformas normativas que tiendan a introducir lógicas de mercado o de 
competencia en el ámbito educativo? (por ejemplo escuelas “charter”, sistemas de vouchers educativos u otros tipo 
de asociaciones público-privadas)

2. ¿Ha habido en su país un incremento de las escuelas privadas o de regímenes semi-privados de educación? 
(por ejemplo escuelas “charter”, sistemas de vouchers educativos u otros tipo de asociaciones público-privadas)

3. En su país, las escuelas privadas (o semi-privadas), ¿están sujetas a las mismas normas que las escue-
las públicas en materia de educación inclusiva de personas con discapacidad?  En el caso de existir diferencias, 
¿cuáles son las diferencias en la regulación? ¿Quiénes deben proveer los apoyos que se requieran en las escuelas 
privadas, y quiénes deben proveerlos en las escuelas públicas? 

4. ¿Existe un control efectivo por parte del Estado tendiente a que las instituciones educativas privadas o 
semiprivadas cumplan con la normativa sobre educación inclusiva? ¿Se les aplican sanciones en caso de incumpli-
mientos? ¿Cuáles? 

5. En su experiencia, ¿cree que las escuelas privadas o semi-privadas son más propensas a rechazar/dis-
criminar niños y niñas con discapacidad? ¿Es la provisión de apoyos y ajustes necesarios más o menos sencilla y 
rápida en el caso de escuelas privadas o semiprivadas que en el caso de las públicas?  

6. ¿Qué incentivos o desincentivos diferenciales identifica para la provisión de apoyos y ajustes en escuelas 
privadas y en escuelas públicas? 

7. ¿Sabe si las escuelas privadas reciben algún tipo de subsidio?  

8. ¿Considera que el incremento de actores privados en la esfera educativa tiene algún efecto en la educación 
inclusiva de las personas con discapacidad? ¿Cuál? ¿Por qué? ¿Cree que aporta algún beneficio o que es perjudicial?
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